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27 de octubre de 2022   
 
 
Señor 
Juez Séptimo Administrativo del Circuito de Valledupar  
j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E.           S.           D. 

 
 
Medio de Control:  Tutela. 
Demandantes:   Junta de Acción Comunal de Boquerón, Consejo Comunitario                           

Afrodescendiente Coafrovis de la Victoria de San Isidro, Red de                           
Mujeres del Municipio de El Paso, Asamblea Campesina del Cesar,                           
Asociación de Usuarios Campesinos ANUC de El Paso, Sindicato                           
Nacional de Trabajadores del Carbón (Sintracarbón), Sindicato                           
Nacional de Trabajadores de la Industria Minero Energética                           
(Sintramienergética), Secretaría del Resguardo Soroka del Pueblo                          
Indígena Yukpa, Consejo Comunitario Caño Candela de Becerril,                           
Junta de Acción Comunal del Barrio Don Jaca en Santa Marta, Edil                           
del Corregimiento de Cordobita en Ciénaga (Magdalena), Líderes                           
Sociales de la Vereda El Hatillo, Líder Social de las Juntas de Acción                           
Comunal de La Jagua de Ibirico. 

Demandados:  Ministerio de Minas y Energía, Agencia Nacional de Minería,                         
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Agencia Nacional                           
de Licencias Ambientales. 

Vinculados:  Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A., Carbones El Tesoro 
S.A. 

Asunto:  Pronunciamiento sobre los Hechos y Pretensiones 
Radicado:          20001-33-33-007-2022-00438-00. 
-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
 
Juan Lucas González García-Herreros, identificado con cédula de ciudadanía No. 11.439.493, actuando 
en mi calidad de Apoderado General de las compañías, Carbones de la Jagua S.A. (“CDJ”), sociedad 
domiciliada en Barranquilla e identificada con Nit. 802.024.439-2, Consorcio Minero Unido S.A. 
(“CMU”), sociedad domiciliada en Barranquilla e identificada con Nit. 800.103.090-8 y Carbones El 
Tesoro S.A. (“CET”), sociedad domiciliada en Barranquilla e identificada con Nit.900.139.415-6, en 
adelante y de manera conjunta las “Empresas Mineras”, todo lo cual consta y se acredita en los 
respectivos certificados de existencia y representación legal de dichas sociedades expedidos por la 
Cámara de Comercio de Barranquilla, los cuales se adjuntan (Anexo A), muy respetuosamente me dirijo 
a usted con el fin de efectuar Pronunciamiento sobre los Hechos y Pretensiones de la Acción de Tutela 
de la referencia y solicitar que sean desestimadas en su integridad las pretensiones formuladas en la 
misma, con fundamentos en las razones y las pruebas que a continuación se desarrollan e indican.  
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1. Antecedentes.  
 

1.1. El 13 de octubre de 2022, el Tribunal Administrativo del Cesar profirió Auto que declaró la 
nulidad de todo lo actuado dentro de la Acción de Tutela de la referencia a partir del auto 
admisorio de ésta, en virtud de lo cual ordenó al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de 
Valledupar rehacer el trámite del proceso de tutela, previa notificación de todas las personas 
naturales o jurídicas que puedan resultar afectados con el mismo, en los siguientes términos:  
 

“PRIMERO. - DECLÁRASE la nulidad de todas las actuaciones surtidas dentro de la acción de tutela 
a partir del auto admisorio de ésta, inclusive, proferido el 12 de agosto de 2022, por el Juzgado 
Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar.  
 
“SEGUNDO. - En consecuencia, se ordena al mencionado Juzgado que rehaga el trámite del 
proceso de tutela, previa notificación de las compañías CARBONES DE LA JAGUA S.A., CONSORCIO 
MINERO UNIDO S.A. y CARBONES EL TESORO S.A., y de todas las personas naturales o jurídicas 
que puedan resultar afectadas con el resultado del mismo.  
 
“TERCERO. - Por Secretaría, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado Séptimo Administrativo del 
Circuito Judicial de Valledupar, para lo pertinente”. 

 
1.2. El 24 de octubre de 2022, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Valledupar dictó la 

providencia mediante la cual (i) admitió la Acción de Tutela de la referencia y (ii) vinculó al 
trámite respectivo, entre otras entidades públicas y sociedades particulares, a las Empresas 
Mineras, en la siguiente forma:  
 

“2.- Vincúlese a la presente acción tutela al Ministerio del Interior – Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa y a las sociedades o compañías que integran el Grupo Las Empresas 
Mineras, así.  
 
“- CI LAS EMPRESAS MINERAS S.A.: propietaria de la mina La Jagua y de los vagones y las 
locomotoras que transportan el carbón desde el Cesar hasta el puerto en Ciénaga, Magdalena. 
 
“- Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A., propietarias 
de la mina La Jagua.  
 
 Notifíquese la presente admisión de tutela al Ministerio del Interior – Dirección de la 

Autoridad Nacional de Consulta Previa y a las compañías C.I. LAS EMPRESAS MINERAS S.A.; 
Carbones de La Jagua S.A.; Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A., a través 
de sus representantes legales (o autoridades de mayor jerarquía), por el medio más expedito 
y eficaz, para que en el término de tres (3) días siguientes a la notificación de este auto, se 
pronuncien respecto de los hechos y pretensiones de la tutela, si lo consideran pertinente. 
Remítaseles copia de la demanda de tutela y sus anexos”. 
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2. Oportunidad del Pronunciamiento.  
 

2.1. El pronunciamiento de Las Empresas Mineras sobre los hechos y las pretensiones de la Acción 
de Tutela es oportuno, toda vez que el mismo se efectúa dentro del plazo establecido para ello 
por su Despacho.  
 

2.2. En efecto, el 24 de octubre de 2022, el Despacho notificó a las Empresas Mineras del Auto 
Admisorio de la misma fecha, junto con copia del libelo introductorio, providencia que otorgó 
un término de tres (3) días para allegar el pronunciamiento a los hechos y pretensiones de la 
Acción de Tutela de la referencia. 

 
2.3. Dicho término de traslado de tres (3) días se extiende hasta el 27 de octubre de 2022, inclusive. 

 
2.4. Por lo tanto, toda vez que este pronunciamiento se allega a ese Despacho a través del correo 

electrónico indicado y habilitado por el Juzgado, dentro del término de traslado otorgado para 
el efecto, es claro que presento esta contestación de manera oportuna.  
 

3. Pronunciamiento Respecto de los Hechos.  
 

Anotación Preliminar:  
 

a. El Capítulo IV de la Acción de Tutela, denominado por los actores como “Fundamentos de Hecho” 
no contiene una numeración e identificación de los Hechos en los cuales fundamentan sus 
pretensiones, lo cual no permite un pronunciamiento específico a cada punto de la narrativa allí 
consignada.  

 
b. En este mismo orden de ideas, de manera respetuosa me permito señalar al Despacho, que dicho 

Capítulo IV, más que una afirmación de hechos constituye una argumentación de los accionantes 
las cuales en la medida en que no se encuentran probadas deben ser tratadas como meras 
apreciaciones personales o consideraciones subjetivas. 

 
c. Dentro de este contexto, manifiesto al Despacho que las Empresas Mineras no aceptan las 

afirmaciones consignadas por los accionantes en el Capítulo IV del libelo introductorio, las cuales 
no coinciden con la realidad, tratándose más bien de la interpretación subjetiva e interesada y de  
consideraciones personales de los actores que se formulan con pleno desconocimiento del 
alcance de los mecanismos de participación ciudadana en frente de la realidad fáctica del proyecto 
minero La Jagua, en particular los antecedentes de la actuación administrativa acerca de la 
terminación de la terminación de los contratos mineros Nos. 285/95 (cuyo titular fue CDJ) y 
109/90 (cuyo titular fue CMU) – en adelante y de manera conjunta los “Contratos Mineros” -  así 
como de su situación actual, específicamente  que el proyecto minero por expresa disposición de 
la Agencia Nacional de Minería – ANM, no se encuentra en fase de cierre, desmantelamiento y 
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abandono como se explica mas adelante, consideraciones éstas que distorsionan la realidad de 
los hechos.  

 
d. Por consiguiente, con el propósito de aportarle al Despacho los elementos fácticos reales y ciertos 

relativos al objeto de la presente Acción de Tutela y de darle a conocer la realidad de los hechos 
tal y como es, a continuación se indicarán al Juzgado, en orden cronológico, los acontecimientos 
y eventos que han tenido lugar en relación con la terminación de los Contratos Mineros de los 
cuales fueron titulares CDJ y CMU para la explotación de la Mina La Jagua, en particular el proceso 
surtido con posterioridad a dicha terminación tanto con la Autoridad Minera (Agencia Nacional 
de Minería –ANM–) como con la Autoridad Ambiental (Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales –ANLA–) y con comunidades ahora tutelantes.  

 
e. Finalmente, se aclara y se precisa al Despacho que el ÚNICO PROYECTO CARBONÍFERO DEL CUAL 

HAN SIDO TITULARES LAS EMPRESAS MINERAS EN LA REPÚBLICA DE COLOMBIA HA SIDO LA 
MINA LA JAGUA, EN VIRTUD DE LOS CONTRATOS MINERO No. 285/95, 109/90 y 132/97, 
principales contratos mineros que se encuentran terminados y en fase de liquidación, según se 
expondrá en los Numerales 3.1.1 y siguientes del Numeral 3.1 del presente Acápite y se acreditará 
a través de los medios probatorios allí relacionados.   

 
f. En este orden de ideas, y en la medida en que LAS EMPRESAS MINERAS NO HAN SIDO TITULARES 

NI OPERADORES DE OTROS PROYECTOS MINEROS DIFERENTES A LA JAGUA MENCIONADOS EN 
EL LIBELO INTRODUCTORIO, por lo cual no le corresponde a esta compañía pronunciarse sobre 
las afirmaciones de los tutelantes respecto de otros proyectos carboníferos, cuyos titulares son 
personas jurídicas diferentes a las Empresas Mineras.  

 
3.1. Hechos relativos a la Terminación de los Contratos Mineros: SU CONSECUENCIA NO ES EL 

DESMANTELAMIENTO, ABANDONO Y CIERRE DE LA MINA LA JAGUA SINO SU ENTREGA A LA 
AUTORIDAD MINERA en condición operativa para que dicho proyecto carbonífero sea operado 
por el concesionario que para el efecto seleccione y contrate la ANM. 

 
3.1.1. El 24 de abril de 1997, fue inscrito en el Registro Minero Nacional el Contratos Mineros No. 

285/95 celebrado entre la entonces Empresa Colombiana de Carbón Ltda., Ecocarbón Ltda. en 
representación del Estado colombiano y Carbones del Caribe S.A., tal y como consta en el 
Certificado de Registro Minero expedido por la ANM, el cual se adjunta como prueba 
documental (Anexo 1) y del cual se destaca lo siguiente (líneas rojas fuera del texto insertadas 
para mayor facilidad en la ilustración al Despacho): 
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3.1.2. Tal y como consta en la Cláusula Primera del Contratos Mineros No. 285/95, el objeto del 
mismo lo constituye la realización por parte del contratista “de un proyecto carbonífero de 
Gran Minería, en sus etapas de exploración, hasta factibilidad y explotación” del área 
correspondiente allí descrita, la cual forma parte de la mina La Jagua, localizada en jurisdicción 
del municipio de La Jagua de Ibirico, departamento del Cesar. Se allega copia del Contratos 
Mineros No. 285/95 (Anexo 2). 

 
3.1.3. En el Numeral 36.1 de la Cláusula Trigésima Sexta del Contratos Mineros No. 285/985 se pactó 

que si el Contratos Mineros terminaba cualquier causal, diferente a fuerza mayo o condición 
resolutoria, por una causa diferente al agotamiento de las reservas, el titular minero debería 
entregar el proyecto a la Autoridad Minera en condición operativa y con los frentes de trabajo 
en producción (precisamente para que pudiese continuar su explotación por otro 
concesionario al existir aún recursos en el subsuelo), a saber: 

 
“TRIGÉSIMA SEXTA.- Obligaciones en Caso de Terminación: 36.1 Terminado el presente 
contrato por cualquier causal, salvo fuerza o por el acaecimiento de la condición resolutoria 
prevista en la cláusula segunda de este contrato, EL CONTRATISTA dejará en producción los 
frentes de trabajo que en tal fecha deban estar productivos y transferirá a título de reversión a 
ECOCARBÓN, todos los bienes muebles es inmuebles, de propiedad de EL CONTRATISTA en 
Colombia, relacionados exclusivamente con el contrato, incluyendo las servidumbres y 
concesiones otorgadas en beneficio del mismo (…)”  (Subrayas fuera del texto). 
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3.1.4. El 27 de diciembre de 2004, se celebró el Otrosí No. 1 al Contratos Mineros No. 285/95, en 
virtud del cual tuvo lugar la cesión de posición contractual a favor de CDJ como nuevo titular 
minero (Anexo 3).   
 

3.1.5. El 25 de septiembre de 1991, fue inscrito en el Registro Minero Nacional el Contratos Mineros 
No. 109/90 celebrado entre la entonces Carbones de Colombia S.A., Carbocol S.A., en 
representación del Estado colombiano y CMU, tal y como consta en el Certificado de Registro 
Minero expedido por la ANM, el cual se adjunta como prueba documental (Anexo 4) y del cual 
se destaca lo siguiente (líneas rojas fuera del texto insertadas para mayor facilidad en la 
ilustración al Despacho): 

 
 

3.1.6. Tal y como consta en la Cláusula Segunda del Contratos Mineros No. 109/90, el objeto del 
mismo lo constituye “el desarrollo de un proyecto en sus etapas de exploración, construcción y 
montaje, y explotación” del área correspondiente allí descrita, la cual forma parte de la mina 
La Jagua, localizada en jurisdicción del municipio de La Jagua de Ibirico, departamento del 
Cesar. Se allega copia del Contratos Mineros No. 109/90 (Anexo 5). 
 

3.1.7. El 11 de julio de 2016, se celebró el Otrosí No. 9 al Contratos Mineros No. 109/90, en virtud del 
cual fue reemplazado en su integridad el texto del Contratos Mineros inicial y todos sus 
correspondientes Otrosíes, por el nuevo texto contenido en dicho Otrosí No. 9 (Anexo 6).   
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3.1.8. En Cláusula Trigésima Cuarta del Otrosí No. 9 al Contratos Mineros No. 109/90 se pactó que a 
la terminación de dicho Contratos Mineros CMU estaba obligada a dejar en estado de 
funcionamiento los equipos, instalaciones y obras mineras que para ese entonces estén en 
estado de actividad (precisamente para que pudiese continuar su explotación por otro 
concesionario al existir aún recursos en el subsuelo), a saber: 

 
“TRIGÉSIMA Cuarta. Reversión. (…) A la terminación del Contrato, EL CONTRATISTA está 
obligado a dejar en estado de funcionamiento los equipos, instalaciones y obras mineras que 
para ese entonces estén en uso o actividad (…)” (Subrayas fuera del texto). 
 

3.1.9. CET fue titular del Contratos Mineros No. 109/90, para la exploración y explotación de un área 
que forma parte de la mina La Jagua en jurisdicción del municipio de La Jagua de Ibirico, tal y 
como consta en el Certificado de Registro Minero expedido por la Agencia Nacional de Minería 
– ANM, el cual se allega como Anexo 7, y del cual se destaca lo siguiente (líneas rojas fuera del 
texto insertadas para mayor facilidad en la ilustración al Despacho): 
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3.1.10. El 16 de mayo de 2008, el entonces Instituto Colombiano de Geología Minería – Ingeominas 
aprobó a las Empresas Mineras el esquema operacional de operación integrada de sus 
contratos mineros para la mina La Jagua como proyecto carbonífero operado de manera 
conjunta (Anexo 8). 
 

3.1.11. La etapa de ejecución del Contratos Mineros No. 132/97 cuyo titular era CET, finalizó en virtud 
de la Resolución No. VSC-000252 del 8 de julio de 2020 proferida por la Agencia Nacional de 
Minería, acto administrativo que declaró finalizada la etapa de ejecución de dicho Contratos 
Mineros (Anexo 9). 

 
3.1.12. No obstante la terminación del Contratos Mineros No. 132/97, la operación minera en la mina 

La Jagua continuó su ejecución en virtud de los demás contratos mineros en cabeza de CDJ y 
CMU, al tratarse de una Operación Integrada.  

 
3.1.13. Dado que los Contratos Mineross Nos. 285/95 (“CDJ”) y 109/90 (“CMU”) se celebraron el 28 

de diciembre de 1995 y el 18 de diciembre de 1990, el Código de Minas vigente para la época, 
contenido en el Decreto 2655 de 1998, resulta el aplicable a dicho contratos1. Sobre el 
particular, de conformidad el artículo 23 del Decreto 2655 de 1988, cuyo texto se allega para 
su fácil consulta (Anexo 10), define el derecho para el titular minero de renunciar al 
correspondiente Título Minero en cualquier tiempo, en los siguientes términos: 

 
“Renuncia. En cualquier tiempo el interesado podrá renunciar al título minero y retirar las 
maquinarias, equipos y elementos destinados a sus trabajos, dejando en normal estado de 
conservación las edificaciones y las instalaciones adheridas permanentemente al suelo y que no 
puedan retirarse sin detrimento. Estas revertirán gratuitamente al Estado, cuando se trate de 
proyectos de gran minería.  
 
No obstante lo aquí dispuesto, si la renuncia al contra o de concesión se produjere pasados veinte 
(20) años desde el registro del título, operará la reversión de todos los bienes muebles e 
inmuebles en los términos del artículo 74 de este Código”.  (Subrayas fuera del texto). 
 

 

 

 
 

                                                 
1 Ley 153 de 1887. Artículo 38. “En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración. 
Exceptúense de esta disposición: 
1. Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos que resultaren del contrato, y 
2. Las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado; la cual infracción será castigada con arreglo a la ley bajo 
la cual se hubiere cometido.” (Subrayas fuera del texto). 
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3.1.14. El 4 de febrero de 2021, CDJ y CMU presentaron ante la ANM sus respectivas renuncias a sus   
Contratos Mineros Nos. 285/95 y 109/90 correspondientes a la mina La Jagua, teniendo en 
cuenta las circunstancias y motivaciones contenidas en dichas comunicaciones, las cuales se 
allegan como prueba documental (Anexo 11), de las cuales se destaca:  

 
“En los términos definidos en los Contratos Mineros para estos eventos, dejaremos los frentes de 
producción para ser entregados a la ANM, reafirmando nuestro compromiso de dar 
cumplimiento a las obligaciones correspondientes a dicha entrega y terminación de los Contratos 
Mineros de la manera establecida en el mismo.”.  (Subrayas fuera del texto). 

 

3.1.15. El 3 de septiembre de 2021, mediante Resolución VSC-000980 de 2021, emanada de la 
Vicepresidencia de Seguimiento, Control y Seguridad Minera de la ANM, la cual se allega como 
prueba documental (Anexo 12), la Autoridad Minera aceptó la renuncia de CMU al Contratos 
Mineros No. 109/90. 
 

3.1.16. Asimismo, el 3 de septiembre de 2021, mediante Resolución VSC-000981 de 2021, emanada 
de la Vicepresidencia de Seguimiento, Control y Seguridad Minera de la ANM, la cual se allega 
como prueba documental (Anexo 13), la Autoridad Minera aceptó la renuncia de CDJ al 
Contratos Mineros No. 285/95. 

 
3.1.17. Como consecuencia de la aceptación por parte de la ANM a la renuncia presentada por CDJ y 

CMU a los Contratos Mineros Nos. 285/95 y 109/90, respectivamente, finalizó la etapa de 
explotación en la mina La Jagua a cargo de dichas compañías, siendo obligación de las mismas 
conservar en condición productiva y operativa las áreas e infraestructura minera, como en 
efecto lo han venido haciendo, con el propósito de entregar el proyecto a la ANM en dicha 
condición, a fin de que la Autoridad Minera seleccione y contrate el nuevo concesionario u 
operador que continuaría con la explotación de las correspondientes áreas. 

 
3.1.18. El 30 de diciembre de 2021, la ANM profirió el Oficio No. 20213500312601 dirigido a las 

Empresas Mineras, cuya copia se allega como prueba documental (Anexo 14), mediante el cual 
la Autoridad Minera indicó a esta compañía que las áreas correspondientes a los Contratos 
Mineros debían ser conservadas en condición operativa, garantizando que los frentes de 
producción se mantuviesen activos para su posterior entrega a la Agencia, en los siguientes 
términos que a continuación destacamos: 

 
“En desarrollo del proceso de liquidación de los contratos 132-97, 285-95 y 109-90 y atendiendo 
lo dispuesto en las respectivas minutas contractuales, desde la vicepresidencia de seguimiento, 
control y seguridad minera de la Agencia Nacional de Minería se adelantó la evaluación de las 
actividades mínimas de conservación y mantenimiento que deberán ejecutarse en el área objeto 
de la operación minera para garantizar sus condiciones operativas, las cuales se comunican 
mediante el presente documento. Lo anterior, sin perjuicio de lo que defina la autoridad 
ambiental para el efecto, o de los análisis adicionales que se puedan presentar en relación con 
las áreas objeto de liquidación. 
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 (…) 
 

“Estas actividades están encaminadas al mantenimiento de la operación minera, para 
garantizar que los frentes de explotación permanezcan activos. Lo anterior, sin perjuicio de que 
en el marco del proceso de liquidación se concluya que las áreas nos son susceptibles de continuar 
en operación por razones técnicas o económicas, y que en tal sentido no sea aplicable lo previsto 
en la cláusula señalada, situación que deberá quedar definida con anterioridad al término del 
proceso de liquidación”. (Subrayas y negrillas fuera del texto). 

 

3.1.19. El 11 de marzo de 2022, la ANM profirió el Oficio No. 20223500314791 dirigido a las Empresas 
Mineras, cuya copia se allega como prueba documental (Anexo 15), mediante el cual la 
Autoridad Minera reiteró a estas compañías que las áreas correspondientes a los Contratos 
Mineros de la mina La Jagua debían ser entregadas en condición productiva, de conformidad 
con los siguientes términos que a continuación destacamos:  

 
“En primer lugar, en relación con la inquietud manifestada por usted, en efecto lo que el oficio 
señala es que, en principio, las áreas deben entregarse en condición productiva. No obstante, 
este presupuesto contractual se sustenta en un contexto específico que corresponde a la 
viabilidad de la continuidad de la operación, por lo que eventualmente el estado en el que las 
áreas deban ser entregadas puede ser diferente si en el proceso de liquidación se determina que 
es técnica, jurídica o económicamente inviable su continuidad”. (Subrayas y negrillas fuera del 
texto). 

 

3.1.20. En cumplimiento de sus obligaciones bajo los Contratos Mineros y conforme lo definido por la 
ANM en sus Oficios Nos. 20213500312601 y 20223500314791 de fechas 30 de diciembre de 
2021 y 11 de marzo de 2022, respectivamente, las Empresas Mineras han conservado y 
conserva las áreas, infraestructura y activos del proyecto carbonífero mina La Jagua en 
condición productiva (lo cual es diferente a realizar una explotación carbonífera, la cual por 
parte de las Empresas Mineras culminó de manera definitiva con la terminación de los 
respectivos Contratos Mineros), según se ilustra en los siguientes registros fotográficos para el 
corte del mes de agosto de 2022, las cuales acreditan labores y actividades de mantenimiento 
y conservación de las áreas de la mina La Jagua. 
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3.1.21. Así pues, lejos de estar ante el falsamente alegado en la demanda “cierre” de la mina La Jagua, 
o de su desmantelamiento y abandono, lo que en la realidad ha tenido lugar es el cumplimiento 
tanto de la obligación contractual como de las instrucciones impartidas directamente por la 
ANM en el sentido de mantener y conservar la mina en condición operativa, con frentes de 
trabajo en estado de producción en los términos requeridos por los Contratos Mineros y la 
legislación aplicable, todo con el fin de hacer entrega de la infraestructura minera a la ANM 
para que a su vez ésta pueda asignar dicho proyecto a un nuevo titular minero que continúe 
con su explotación. Se reitera que esto es una condición contractual que las Empresas Mineras 
debe cumplir. 

 
3.1.22. En este contexto, el 13 de abril de 2022, la ANM profirió la Resolución No. 190 de 2022, “Por 

la cual se adopta[n] los Términos de Referencia para "Seleccionar la(s) propuesta(s) más 
favorable(s) para la adjudicación de Contratos Especiales de Exploración y Explotación de 
Minerales en Áreas de Reserva Estratégica Minera para Carbón, cuyo objeto será: "La 
exploración y explotación de minerales, por cuenta y riesgo del Contratista, bajo las condiciones 
y las limitaciones previstas en el presente Contrato y en los Términos de Referencia de la 
Selección Objetiva, en el Área de Reserva Estratégica Minera definida en este Contrato”, cuya 
copia se allega como prueba documental (Anexo 16).  

 
3.1.23. Con base en dichos términos de referencia, la ANM lanzó la Ronda Minera de Carbón 2022, la 

cual tiene como objeto la exploración y explotación de varias áreas mineras, una de las cuales 
corresponde a la Mina La Jagua, la cual debe ser entregada, entonces, por las Empresas 
Mineras a la Autoridad Minera en condición productiva, lo cual, como resulta apenas obvio, 
dista mucho de las imaginarias actividades de cierre, desmantelamiento y abandono sobre las 
cuales se ha edificado toda la demanda de tutela que se cita en la referencia.  

 
3.1.24. Más aún: el 5 de mayo de 2022 fue publicada en el Diario Oficial la Resolución No. 046 del 3 de 

mayo de 2022 proferida por la Agencia Nacional de Minería, cuya copia se allega como prueba 
documental (Anexo 17) “por medio de la cual se delimita y declara un Área de Reserva 
Estratégica Minera en el territorio nacional y se adoptan otras determinaciones”, área de 
reserva estratégica minera que corresponde a la Mina La Jagua, según se ilustra a continuación: 
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3.1.25. Respecto de la Resolución No. 046 del 3 de mayo de 2022 proferida por la Agencia Nacional de 
Minería se destaca que, según se indica en la parte motiva de la misma, de manera previa a su 
expedición fue certificado por la Autoridad Nacional de Consulta Previa del Ministerio del 
Interior que no procedía una consulta previa, pues no se había identificado la presencia de 
comunidades étnicas en el área  de influencia del proyecto, asunto que los accionantes 
tampoco se ocuparon de probar, dicha consulta no resulta procedente en la etapa actual del 
proyecto minero, tema sobre el cual volveremos con más detalle en el acápite de Excepciones 
del presente escrito (líneas rojas fuera del texto insertadas para mayor facilidad en la 
ilustración al Despacho): 
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3.1.26. Es así como el 19 de mayo de 2022, la ANM profirió al Aviso de Convocatoria “dirigido a todas 
las personas naturales y jurídicas habilitadas a efectos de informar formalmente la apertura 
del siguiente proceso de selección objetiva para la adjudicación de las áreas de reserva 
estratégica minera aquí establecidas, previo cumplimiento de la totalidad de requisitos y 
exigencias detallados en los Términos de Referencia adoptados por la Resolución 190 del 13 de 
abril de 2022”, con el objeto de "Seleccionar la(s) propuesta(s) más favorable(s) para la 
adjudicación de Contratos Especiales de Exploración y Explotación de Minerales en Áreas de 
Reserva Estratégica Minera para Carbón, cuyo objeto será: "La exploración y explotación de 
minerales, por cuenta y riesgo del Contratista, bajo las condiciones y las limitaciones previstas 
en el presente Contrato y en los Términos de Referencia de la Selección Objetiva, en el Área de 
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Reserva Estratégica Minera definida en este Contrato". Copia de dicho Aviso de Convocatoria 
se allega como prueba documental (Anexo 18). 

 
3.1.27. Sobre el particular, se aclara y se precisa que el hecho consistente en que dicha Ronda Minera 

de Carbón organizada y conducida directamente por el Estado a través de su autoridad 
competente para el efecto, es decir la Agencia Nacional de Minería, corresponda a un 
procedimiento de selección contractual que se encuentra suspendido desde el 22 de julio de 
2022 por razones de empalme entre el Gobierno Nacional saliente y el Gobierno Nacional 
entrante2, ello no implica en modo alguno que la Mina La Jagua deba cerrarse, desmantelarse 
y abandonarse, pues en los términos requeridos por la Autoridad Minera dicho proyecto 
carbonífero debe entregarse por parte de las Empresas Mineras a la ANM en condición 
operativa y productiva.  

 
3.1.28. Adicionalmente, desde la perspectiva legal ambiental, es importante tener en cuenta que la 

fase de cierre y desmantelamiento es la última de las fases que tiene un proyecto sujeto a 
licencia ambiental (que se resume en construcción, operación y desmantelamiento y 
abandono)3. Se entraría a la fase de cierre y desmantelamiento (para los efectos del artículo 
2.2.2.3.9.2 del Decreto 1076 de 2015) únicamente si en la Mina La Jagua ya se hubiesen 
agotado las reservas de carbón susceptibles de explotación.  

 
3.1.29. En el caso que aquí nos ocupa, esa situación no ha ocurrido, es decir, en este proyecto minero 

aún se encuentra mineral susceptible de ser explotado, por lo cual la fase de cierre, 
desmantelamiento y abandono en este caso no aplica. En consecuencia, en atención a lo que 
la Autoridad Minera competente le ha requerido expresamente a las Empresas Mineras con 
base en los precisos términos del respectivo Contratos Mineros y la legislación aplicable, no se 
ha previsto por parte de la empresa entrar a una fase de cierre, postura que es compartida 
tanto por la ANM como por la ANLA. 
 

3.1.30. En este contexto el supuesto en atención al cual los accionantes invocan el amparo reclamado 
no corresponde ni con la realidad fáctica del proyecto, ni con lo reglamentado en nuestro 
ordenamiento jurídico conforme se ampliará en acápite siguiente.  

 
3.1.31. Por consiguiente, según se ha expuesto de manera objetiva en los anteriores hechos y así se 

encuentra suficientemente demostrado a través de los variados medios de acreditación que 

                                                 
2 Según el conocimiento de Las Empresas Mineras, el 22 de julio de 2022, la ANM decidió suspender la etapa de evaluación 
de ofertas de la Ronda Minera de Carbón 2022 correspondiente al proceso de selección objetiva para la adjudicación de las 
áreas de reserva estratégica minera. Se allega copia de la Adenda No. 5 publicada el 22 de julio de 2022, mediante la cual la 
ANM decidió suspender la etapa de evaluación de ofertas de la Ronda Minera de Carbón 2022 correspondiente al proceso de 
selección objetiva para la adjudicación de las áreas de reserva estratégica minera (Anexo 19) 
3 El artículo 2.2.2.3.1.6. del Decreto 1076 de 2015 estableció en relación con las fases o “Término de la licencia ambiental”, 
que “La licencia ambiental se otorgará por la vida útil del proyecto, obra o actividad y cobijará las fases de construcción, 
montaje, operación, mantenimiento, desmantelamiento, restauración final, abandono y/o terminación.” 
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se dejan relacionados y que se allegan con el presente escrito como pruebas documentales, se 
impone concluir entonces que la Terminación de los Contratos Mineros de las Empresas 
Mineras no ha derivado ni puede derivar en modo alguno en el desmantelamiento, 
abandono y cierre de la Mina La Jagua, como equivocada y tergiversadamente pretende 
presentarlo la demanda de tutela de la referencia, sino que, por el contrario, la consecuencia 
de dicha Terminación de los Contratos Mineros obliga a realizar su entrega a la Autoridad 
Minera en condición productiva para que dicho proyecto carbonífero sea operado por el 
concesionario que para el efecto seleccione y contrate la ANM. 

 
3.1.32. Dicha realidad de los hechos resulta particularmente importante para los efectos de la Acción 

de Tutela que ahora se examina, puesto que ello obliga a concluir, sin esfuerzo alguno, que en 
el presente caso no hay lugar, de ninguna manera, a la ejecución de un “Plan de Cierre” de la 
Mina La Jagua por parte de las Empresas Mineras, lo cual resulta suficiente para advertir que 
la aludida demanda de tutela carece por completo de objeto y, por tanto,  mal podrían 
prosperar su pretensiones, amén de que las mismas se encuentran afectadas en su 
formulación por elemental y evidente sustracción de materia, esto es por la indiscutible 
<<inexistencia absoluta del alegado e infundadamente estigmatizado “plan de cierre”>>.  

 
3.2. Hechos relativos al Trámite que adelantan las Empresas Mineras ante la ANLA con ocasión de la  

Terminación de los Contratos Mineros: NO ES EL CIERRE AMBIENTAL DEL PROYECTO MINA LA 
JAGUA, SINO UNA DEFINICIÓN DE LA MATRIZ DE LAS OBLIGACIONES A CARGO DE LAS 
EMPRESAS MIENRAS en esta etapa de transición hacia un nuevo titular minero y de aquellas 
obligaciones de largo plazo que seguirán siendo cumplidas por las Empresas Mineras aun 
cuando haya un nuevo titular minero y cuya socialización se encuentra prevista una vez se 
defina el balance de obligaciones, sin perjuicio de los espacios de diálogo que ha venido 
sosteniendo Las Empresas Mineras con las comunidades garantizando los derechos 
fundamentales que se alegan como vulnerados.  

 
3.2.1. En primer lugar, se debe tener en cuenta que la Mina La Jagua es un proyecto carbonífero 

ambientalmente licenciado:  las Empresas Mineras cuentan con un instrumento de manejo y 
control ambiental (Plan de Manejo Ambiental Unificado –PMAU–) aprobado por la Autoridad 
Ambiental para la operación y explotación de la Mina La Jagua, el cual se encuentra contenido 
en los correspondientes actos administrativos que se allegan al presente escrito como prueba 
documental (Anexo 20). 

 
3.2.2. Dicho instrumento de manejo y control ambiental contiene no sólo la identificación, con base 

en los respectivos estudios técnicos efectuados de conformidad con la ley y validados y 
aprobados por la Autoridad Ambiental competente, acerca de los impactos que las actividades 
y operaciones propias de la Mina La Jagua generen en el medio biótico, abiótico y socio-
económico de su área de influencia directa, sino especialmente las medidas, programas y 
actividades para que no se produzca una afectación negativa a los recursos naturales y al medio 
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ambiente, así como el adecuado manejo y control de las operaciones desde una perspectiva 
ambientalmente responsable.  

 
3.2.3. Por lo tanto, los impactos asociados a la actividad minera ejecutada en la Mina La Jagua ya se 

encontraban previstos en dicho instrumento, el cual además contempla todos los programas 
y planes para prevenir, mitigar, corregir y compensar dichos impactos, así como para el 
respectivo seguimiento y monitoreo. 

 
3.2.4. Dentro de la estructuración de los Estudios de Impacto Ambiental (EIA), que es el documento 

a través del cual el titular de un proyecto, obra o actividad identifica los impactos y establece 
las medidas de mitigación y compensación, además de identificar las diferentes actividades 
propias de las fases de construcción y operación de un proyecto, debe contar con un acápite 
de desmantelamiento, cierre y abandono. Este acápite debe irse ajustando con el tiempo y las 
dinámicas de explotación del proyecto, en especial cuando se haga próxima la fase de cierre.  

 
3.2.5. Por lo tanto, para el caso de la Mina La Jagua, el PMAU cuenta, entre otros aspectos, con una 

propuesta de plan de cierre, pero esta fase no será objeto de implementación por parte de las 
Empresas Mineras, puesto que, tal y como se ha venido exponiendo a lo largo del presente 
escrito, el proyecto minero en mención cuenta aún con minerales susceptibles de ser 
explotados y debe ser entregado a la ANM en condición operativa.   

 
3.2.6. Es así como la operación minera de la Mina La Jagua tuvo lugar bajo los términos establecidos 

en dicho instrumento de manejo y control ambiental, lo cual fue objeto de permanente 
seguimiento y control por parte de la Autoridad Ambiental competente.  

 
3.2.7. Igualmente la actividades de cuidado y mantenimiento que actualmente se realizan de forma 

exclusiva en la Mina La Jagua, se llevan a cabo al amparo del PMA, el cual continúa vigente con 
posterioridad a la terminación del Contratos Mineros como lo señaló la ANLA mediante Oficio 
con radicado 2021185608-2-000 del 31 de agosto de 2021 (Anexo 21) dirigido a la ANM, en 
donde fijó su posición institucional resaltando que si bien existe la posibilidad de aceptar la 
renuncia de los títulos mineros, ello no implica que los instrumentos de manejo y control 
ambiental sigan la suerte de aquellos, según los siguientes términos:  

 
“… la renuncia de los títulos mineros no afecta la vigencia del instrumento de manejo y control 
ambiental y el ejercicio de las funciones de control y seguimiento continúan, manteniéndose la 
competencia atribuida a esta Autoridad Nacional, aspecto que ya ha sido objeto de pronunciamiento 

por la Corte Constitucional mediante sentencia C-216 de 1993”. (Subrayas y negrillas fuera del 
texto). 

 
3.2.8. Finalmente, el artículo 2.2.2.3.1.3 del Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, "Por medio del 

cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible" 
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establece el concepto y alcance de un instrumento de manejo y control ambiental en los 
siguientes términos:  

 
“La licencia ambiental, es la autorización que otorga la autoridad ambiental competente para la 
ejecución de un proyecto, obra o actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda 
producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir 
modificaciones considerables o notorias al paisaje; la cual sujeta al beneficiario de esta, al 
cumplimiento de los requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma establezca en 
relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos 
ambientales del proyecto, obra o actividad autorizada.  

 
“La licencia ambiental llevará implícitos todos los permisos, autorizaciones y/o concesiones para 
el uso, aprovechamiento y/o afectación de los recursos naturales renovables, que sean necesarios 
por el tiempo de vida útil del proyecto, obra o actividad. 

 
“El uso aprovechamiento y/o afectación de los recursos naturales renovables, deberán ser 
claramente identificados en el respectivo estudio de impacto ambiental.  

 
“La licencia ambiental deberá obtenerse previamente a la iniciación del proyecto, obra o 
actividad. Ningún proyecto, obra o actividad requerirá más de una licencia”. (Subrayas fuera del 
texto).  

 
3.2.9. Lo anterior quiere decir que el instrumento de manejo y control ambiental se encuentra en 

etapa de seguimiento y control, sin que se haya modificado o terminado por la aceptación 
de la terminación de los Contratos Mineros. Por el contrario, al ser dinámico el instrumento 
de manejo y control ambiental el mismo debe adaptarse a la situación actual del proyecto, sin 
que implique que, con su actualización, el mismo se esté modificando ni mucho menos que se 
ocasionen impactos ambientales nuevos y adicionales a los ya identificados y evaluados en el 
pasado.  

 
3.2.10. En este marco de referencia, mediante comunicación de fecha 9 de junio de 2022, la cual se 

allega como prueba documental (Anexo 22), las Empresas Mineras presentó a consideración 
de la ANLA la actualización del instrumento de manejo y control ambiental aprobado a esta 
compañía para el proyecto carbonífero Mina La Jagua, con la finalidad de definir “los 
mecanismos de carácter ambiental que permitan a Las Empresas Mineras hacer la transición 
con pleno cumplimiento de sus obligaciones ambientales, entre (i) la terminación definitiva 
de su operación minera por la finalización del Contratos Mineros y entrega de la 
infraestructura minera de la mina La Jagua y (ii) el momento en que la ANM reciba dicha 
infraestructura minera en condición productiva, para la posterior entrega del proyecto 
minero a un nuevo concesionario que adelante la operación minera en dicho depósito 
carbonífero, y asuma en consecuencia, las obligaciones mineras y ambientales 
correspondientes a la nueva explotación minera en la mina La Jagua”. (He destacado). 
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3.2.11. Dicha actualización del instrumento de manejo y control ambiental aprobado a las Empresas 
Mineras para el proyecto carbonífero Mina La Jagua involucra tres (3) componentes 
fundamentales: 

 
a. Balance de obligaciones. Constituye el marco de acción relacionado con las obligaciones 

ambientales del proyecto Mina La Jagua y comprende la identificación de la totalidad de 
obligaciones ambientales existentes y su respectiva clasificación como cerradas, abiertas 
e informativas. 

 
b. Plan de Transición Ambiental por Terminación Anticipada de Operaciones Mineras. 

Incluye las acciones que adelantará Las Empresas Mineras para dar cumplimiento y cierre 
a las obligaciones pendientes a su cargo, con ocasión y como consecuencia de la 
terminación definitiva de los Contratos Mineros, de acuerdo con lo requerido en los actos 
administrativos emitidos por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –ANLA–, 
incluyendo, entre otros aspectos, (i) la identificación de las obligaciones ambientales en 
curso, (ii) alternativas y/o planes para su cumplimiento y cierre y (iii) cronograma y 
condiciones de ejecución. 

 

c. Plan de Cuidado y Mantenimiento. Establece las medidas de manejo ambiental y social 
que deben implementarse por parte de las Empresas Mineras, para el manejo y control 
de los impactos ambientales y sociales que se presenten, hasta el momento en que la 
infraestructura minera sea entregada a la Autoridad Minera en condición operativa. Para 
efectos de su estructuración y posterior aprobación por parte de la Autoridad Ambiental, 
el Plan de Cuidado y Mantenimiento Ambiental propuesto incluye (i) la descripción de las 
actividades que se vienen desarrollando, (ii) la identificación y valoración de impactos y 
(iii) la selección e implementación de las medidas de manejo socio ambiental de las fichas 
actuales del PMAU y que son aplicables hasta el momento de entrega a la ANM de la 
infraestructura minera por parte de Las Empresas Mineras. 

 
3.2.12. Por consiguiente, no se trata de una modificación al Plan de Manejo Ambiental Unificado 

establecido a las Empresas Mineras para la Mina La Jagua, pues el mismo ya fue aprobado por 
la Autoridad Ambiental en su oportunidad4, sino de actualizarlo en el sentido de precisar: 

 
(i) Obligaciones cumplidas por las Empresas Mineras;  

 
(ii) Obligaciones que deben cumplir las Empresas Mineras en el período de transición entre 

la terminación de los Contratos Mineros y la entrega del proyecto carbonífero Mina La 
Jagua a la ANM; y  

 

                                                 
4 Su última modificación tuvo lugar hace seis (6) años mediante la Resolución 453 del 28 de abril de 2016, modificada por la 

Resolución 1006 del 12 de septiembre de 2016 de la ANLA. 
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(iii) Obligaciones de largo plazo que deberán cumplir Las Empresas Mineras aún después de 
la entrega del proyecto carbonífero mina La Jagua a la ANM, precisamente por la 
naturaleza de las mismas y los tiempos requeridos para su cumplimiento. 

 
3.2.13. No le asiste entonces razón a los tutelantes en sus pretensiones respecto de la vulneración de 

sus alegados derechos en relación con la participación, toda vez que este tipo de actuaciones 
no ameritan dicha socialización al ser propias del seguimiento y control de la ANLA. En este 
caso no se está ni ante un otorgamiento de licencia ambiental, establecimiento de plan de 
manejo, modificación de este, ni de ningún instrumento de control y manejo ambiental.  
 
Simplemente se está ante el cumplimiento de una relación contractual y de disposiciones de 
seguimiento y control ambiental de la ANLA, que obliga a Las Empresas Mineras a entregar las 
instalaciones correspondientes de la mina La Jagua para que dicha entrega se realice en unas 
determinadas condiciones que permitan la operatividad de esa misma mina hacia el futuro.  

 
3.2.14. Por consiguiente, es de competencia de esa Autoridad Ambiental la consideración y 

aprobación de dicha actualización y la definición del balance de obligaciones a cargo de las 
Empresas Mineras. Una vez tenga lugar dicha definición, la misma será objeto de socialización 
con las comunidades que forman parte del área de influencia del proyecto mina La Jagua, 
conforme el mismo documento así lo contempla, en el marco de las medidas de manejo del 
componente social del PMAU, puesto que, mientras no haya una definición por parte de la 
ANLA, por sustracción de materia y consiguiente carencia de objeto, a la fecha no hay un 
Plan de Transición y Balance de Obligaciones cierto que pueda ser socializado.  

 
3.2.15. En efecto, dado que los expedientes ambientales son públicos y que cualquier persona puede 

acceder a los mismos (salvo en relación con aquellos documentos que por expresa disposición 
de rango Constitucional o Legal tengan el carácter de reservado o confidencial)5, resulta fuera 
de cualquier duda que tanto los ahora tutelantes como las diversas comunidades en general, 
bien pueden conocer los documentos obrantes en el Expediente Ambiental LAM2622 
correspondiente al proyecto carbonífero de la mina La Jagua, examen en cuyo desarrollo 
podrán verificar que aún no se encuentra definido el Plan de Transición y el Balance de 
Obligaciones a cargo de las Empresas Mineras, sino que apenas está en revisión por parte de 
la Autoridad Ambiental.  

 
3.2.16. Es por ello que la correspondiente socialización, que, por supuesto se encuentra prevista en el 

marco de las medidas de manejo ambiental establecidas en el instrumento ambiental vigente, 
necesariamente debe tener lugar con posterioridad a la revisión, ajuste y definición por parte 
de la ANLA.  

 

                                                 
5 Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Concepto 5947 de fecha 30 de marzo de 2016.  
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3.2.17. En adición a todo lo anteriormente expuesto, se pone en conocimiento del Despacho que 
dentro del trámite de la Acción Popular radicada bajo el número 250002341000-2022-00842-
00 que actualmente cursa ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– se pronunció, mediante escrito de fecha 9 de 
agosto de 2022 el cual se allega como prueba documental (Anexo 23) en el sentido de indicar 
que respecto del proyecto carbonífero mina La Jagua no puede hablarse de pasivos 
ambientales, lo cual es bien diferente a la existencia de obligaciones ambientales en curso, 
particularmente cuando dicho proyecto cuenta con un Plan de Manejo Ambiental –PMAU– 
vigente y es objeto de permanente seguimiento y control por parte de la Autoridad Ambiental, 
en los siguientes términos: 
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3.3. Hechos relativos a las mesas de diálogo, espacios de escucha mutua y participación que han 
venido adelantando las Empresas Mineras con grupos de interés localizados en el área de 
influencia directa del proyecto carbonífero mina La Jagua con ocasión de la terminación de los 
Contratos Mineros, mediante los cuales las Empresas Mineras han venido y vienen socializando 
con las respectivas comunidades los diferentes aspectos y actividades socio-ambientales de esta 
etapa de transición y atendiendo las inquietudes formuladas.  

 
3.3.1. Las Empresas Mineras han venido adelantando, de manera activa, participativa e incluyente, 

mesas de diálogo con las comunidades que forman parte del área de influencia directa del 
proyecto carbonífero mina La Jagua, consistentes en espacios participativos con los grupos de 
interés en los cuales la compañía les informa acerca las actividades que se desarrollan en este 
período de transición y atiende las inquietudes, dudas, preguntas y solicitudes que formulan 
las comunidades, en un contexto de escucha mutua y participación efectiva.  

 
3.3.2. Es así como el 19 de octubre de 2021, las Empresas Mineras convocaron a los líderes sociales 

del corregimiento de Estados Unidos y Vereda La Victoria a una mesa de diálogo que tuvo lugar 
el 22 de octubre de 2021, cuyas convocatorias se allegan como prueba documental (Anexo 24) 
en cuyo desarrollo se informó a los participantes acerca de la terminación de los Contratos 
Mineros, explicándoles las circunstancias fácticas, económicas, técnicas y jurídicas que 
sirvieron de fundamento para dicha terminación, al tiempo que se reiteró el compromiso de 
las Empresas Mineras de dar cumplimiento a todas sus obligaciones sociales y ambientales en 
el marco del proceso de devolución de los respectivos Título Mineros 285/95, 109/90 y 132/97; 
y que, a pesar de la terminación de operaciones mineras por parte de las Empresas Mineras,  
las compañías siguen haciendo presencia en el territorio, garantizando el cumplimiento de 
todas las obligaciones a su cargo.  

 
3.3.3. En este orden de ideas, se reafirmó por parte de las Empresas Mineras que las compañías 

mantienen una constante comunicación con las comunidades del área de influencia directa del 
proyecto Mina La Jagua, realizando reuniones periódicas de socialización, impresión de 
boletines de manera anual, publicaciones permanentes en redes sociales.  

 
3.3.4. Además de lo anterior, se socializa sobre los avances en las grabaciones y emisiones de 

programas de radio y la atención de PQRS en tiempos oportunos, se hizo referencia al 
Programa de Atención de Inquietudes –PAI– y se recordó la dirección del correo electrónico y 
el número de teléfono del coordinador social de la empresa con el que se pueden comunicar 
permanentemente. De otro lado se les comunicó que, si desean hacer una petición o solicitud 
a la empresa, pueden hacerlo al correo electrónico atencioncomunidades@grupolas Empresas 
Mineras.com.co 

 
3.3.5. Asimismo, se atendieron inquietudes de la comunidad sobre los efectos de la terminación 

anticipada del Contratos Mineros, destacando la siguiente:  

mailto:atencioncomunidades@grupoprodeco.com.co
mailto:atencioncomunidades@grupoprodeco.com.co
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 ¿A pesar de que se van de la región, van a cumplir con todas las compensaciones 
ambientales que causó la operación de la mina?  

 
En este punto, se hizo claridad que la compañía dará cumplimiento a cada una de sus 
obligaciones sociales y ambientales, que ya se están adelantando mesas de trabajo con 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA-, para definir cuáles son las 
obligaciones pendientes y la forma de cómo se realizará su cumplimiento.  

 
3.3.6. A continuación, el siguiente registro fotográfico de la mesa de diálogo llevada a cabo el 22 de 

octubre de 2021 con líderes sociales del Corregimiento de Estados Unidos y Vereda La Victoria:  
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3.3.7. Igualmente tuvo lugar esta mesa de diálogo con las líderes sociales del municipio de La Jagua 
el 20 de octubre de 2021, cuyas convocatorias por parte de las Empresas Mineras se allegan 
como prueba documental (Anexo 25). A continuación, el siguiente registro fotográfico de la 
mesa de diálogo y copia del registro de asistencia a dicha mesa de diálogo: 

 

                 
 

                  
   

3.3.8. Por lo tanto, no es cierto que no hayan tenido ni tengan lugar mesas de diálogo y espacios 
de mutua escucha y participación entre las Empresas Mineras y los grupos de interés y las 
comunidades que forman parte del área de influencia directa del proyecto carbonífero mina 
La Jagua, con quienes las Empresas Mineras mantienen abiertos canales de comunicación, 
mecanismos de atención de inquietudes y con quienes socializa de manera periódica lo que 
ha tenido, tiene y tendrá lugar con ocasión de la terminación de los Contratos Mineros.  
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3.4. Hechos relativos a los espacios generados por las Empresas Mineras con el fin de garantizar de 
manera efectiva el ejercicio del derecho a la participación por parte de las comunidades y grupos 
de interés localizados en el área de influencia de la mina La Jagua respecto de la ejecución de 
las actividades desarrolladas con base en el Plan de Manejo Ambiental Unificado aprobado por 
la ANLA y el plan de transición que se viene llevando a cabo para la entrega del proyecto a la 
ANM, incluyendo la actualización del Plan de Cierre Ambiental que se presentó a la ANLA para 
su evaluación.  
 

3.4.1. Según se ha expuesto y acreditado, las Empresas Mineras han venido adelantando mesas de 
diálogo con las comunidades que forman parte del área de influencia directa del proyecto 
carbonífero mina La Jagua, consistentes en organizar, facilitar y desarrollar espacios 
participativos con los grupos de interés en los cuales la compañía les informa acerca las 
actividades que se desarrollan en este período de transición y atiende las inquietudes, dudas, 
preguntas y solicitudes que formulan las comunidades, en un contexto de escucha mutua y 
participación real y efectiva.  
 

3.4.2. En adición a lo anterior, LAS EMPRESAS MINERAS GENERAN ESPACIOS QUE GARANTIZAN DE 
MANERA EFECTIVA EL EJERCICIO DEL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POR PARTE DE LAS 
COMUNIDADES Y GRUPOS DE INTERÉS LOCALIZADOS EN EL ÁREA DE INFLUENCIA DE LA 
MINA LA JAGUA, en los cuales les informa a dichas comunidades, autoridades locales, líderes 
sociales y grupos de interés, tanto  los avances en la ejecución del Plan de Manejo Ambiental 
Unificado aprobado por la ANLA para el proyecto, como las actividades realizadas y 
proyectadas en el plan de transición para la entrega del proyecto en condición operativa a la 
ANM.  

 
3.4.3. En efecto, el pasado 25 de octubre de 2022, las Empresas Mineras convocaron a los líderes 

sociales y representantes de grupos de interés localizados en el área de influencia directa de 
la mina La Jagua con dicho propósito, a una reunión a efectuarse el próximo martes 8 de 
noviembre de 2022 desde las 10:00 a.m. en la Casa de La Juventud del Municipio de La Jagua 
de Ibirico, departamento del Cesar.  
 

3.4.4. Dichas convocatorias, así como las comunicaciones remisorias de las mismas vía correo 
electrónico a los correspondientes líderes sociales y respectivos representantes de grupos de 
interés se allegan al presente escrito como prueba documental (Anexo 26), de las cuales 
incorporamos la siguiente al texto para mayor facilidad en la ilustración al Despacho: 
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3.4.5. El alcance de dicha reunión implica la PARTICIPACIÓN ACTIVA de los líderes sociales y 
representantes de los correspondientes grupos de interés localizados en el área de influencia 
de directa de la mina La Jagua, en las cuales tendrá lugar tanto  la presentación completa, 
transparente y precisa por parte de las Empresas Mineras de los aspectos valorados en el 
cumplimiento y ejecución del PMAU, y la actualización del plan de manejo ambiental 
presentada a la ANLA incluyendo la propuesta del Plan de Transición y siendo este el ESPACIO 
PROPICIO Y ADECUADO PARA QUE LOS LÍDERES SOCIALES Y REPRESENTANTES DE LOS 
CORRESPONDIENTES GRUPOS DE INTERÉS, DISCUTAN EL CONTENIDO DE LO EXPUESTO POR 
LAS EMPRESAS MINERAS, Y FORMULEN LAS PREGUNTAS, OBJECIONES Y PROPUESTAS QUE 
CONSIDEREN PERTINENTES.  
 

4. Pronunciamiento respecto de las Pretensiones.  
 

4.1. De manera respetuosa manifiesto al Despacho que me opongo a la prosperidad de la totalidad 
de las pretensiones por cuanto las mismas no fueron probadas si quiera de manera sumaria. 
Adicionalmente, es pertinente reiterar que las Empresas Mineras no ha violado, amenazado ni 
vulnerado derecho fundamental alguno de los actores. Por consiguiente, siendo la Acción de 
Tutela el mecanismo de protección de derechos fundamentales, no podría prosperar ninguna 
pretensión cuando no hay violación, vulneración ni amenaza alguna a derechos fundamentales, 
ni declarativa ni de condena.  

 
4.2. En efecto, no sólo la demanda de Acción de Tutela parte de supuestos falsos y de distorsiones 

frente a la realidad de los hechos, por cuanto no es cierto (i) ni que tenga lugar el “Plan de Cierre” 
de la mina La Jagua, su desmantelamiento y abandono, ni (ii) que se haya presentado por las 
Empresas Mineras a la ANLA una solicitud de modificación del Plan de Manejo Ambiental 
Unificado establecido para el proyecto.  

 
4.3. Todo lo contrario, en los términos definidos por la ANM a las Empresas Mineras la terminación 

anticipada de los Contratos Mineros no implica tal cierre, desmantelamiento y abandono, sino 
que en este caso concreto obliga a realizar su conservación y mantenimiento para su entrega a 
la ANM en condición operativa; así como la definición por parte de la ANLA, del balance de 
obligaciones a cargo de las Empresas Mineras bajo el instrumento de manejo y control 
ambiental aprobado en su oportunidad a estas compañías para dicho proyecto carbonífero, 
incluyendo: 

 
a. Obligaciones cumplidas por las Empresas Mineras;  

 
b. Obligaciones que deben cumplir las Empresas Mineras en el período de transición entre la 

terminación anticipada de los Contratos Mineros y la entrega del proyecto carbonífero mina 
La Jagua a la ANM; y  
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c. Obligaciones de largo plazo y tracto sucesivo que deberán cumplir las Empresas Mineras  
aún después de la entrega del proyecto carbonífero mina La Jagua a la ANM, precisamente 
por la naturaleza de las mismas y los tiempos requeridos para su cumplimiento. 

 
4.4. Por consiguiente, corresponde única y exclusivamente a la Autoridad Ambiental competente 

tanto la consideración y aprobación de dicha actualización como la definición del balance de 
obligaciones a cargo de Las Empresas Mineras. Tal función es competencia exclusiva de la ANLA 
y no puede ser trasladada a los accionantes en la medida que el ejercicio de participación no 
sustituye ni puede sustituir el poder de decisión que por mandato de ley es competencia  de 
la Administración. Lo anterior, en los términos del parágrafo del artículo 2.2.2.3.9.1 del Decreto 
1076 de 2015 que indica expresamente que “la autoridad ambiental que otorgó la licencia 
ambiental o estableció el plan de manejo ambiental respectivo, será la encargada de efectuar el 
control y seguimiento a los proyectos, obras o actividades autorizadas”. 
 

4.5. Una vez tenga lugar dicha definición, la misma será objeto de socialización con las 
comunidades que forman parte del área de influencia del proyecto mina La Jagua, conforme 
el mismo documento así lo contempla, en el marco de las medidas establecidas en el 
instrumento ambiental, puesto que, mientras no haya una definición por parte de la ANLA, 
por sustracción de materia y carencia de objeto, a la fecha no hay un Plan de Transición y 
Balance de Obligaciones cierto que pueda ser divulgado, dado a conocer o socializado.  

 
4.6. Sin perjuicio de lo anterior, conforme hemos indicado y se prueba con el presente escrito, a la 

fecha se han promovido e impulsado y han tenido lugar mesas de diálogo, espacios de escucha 
mutua y participación efectiva que ha venido adelantando las Empresas Mineras con grupos 
de interés localizados en el área de influencia directa del proyecto carbonífero mina La Jagua 
con ocasión de la terminación anticipada de los Contratos Mineros, mediante los cuales las 
Empresas Mineras han venido y vienen socializando con las respectivas comunidades los 
diferentes aspectos y actividades socio-ambientales de esta etapa de transición y atendiendo las 
inquietudes formuladas. Dichos espacios de socialización, diálogo y participación continuarán 
de manera periódica con todos los grupos de interés que forman parte del área de influencia 
directa de la mina La Jagua. 

 
4.7. Más aún: según se ha expuesto y acreditado, el pasado 25 de octubre de 2022, las Empresas 

Mineras convocaron a los líderes sociales y representantes de grupos de interés localizados en 
el área de influencia directa de la mina La Jagua con dicho propósito, a una reunión a 
efectuarse el próximo martes 8 de noviembre de 2022 desde las 10:00 a.m. en la Casa de La 
Juventud del Municipio de La Jagua de Ibirico, departamento del Cesar, reunión que implica la 
PARTICIPACIÓN ACTIVA de los líderes sociales y representantes de los correspondientes grupos 
de interés localizados en el área de influencia directa de la mina La Jagua, en las cuales tendrá 
lugar la presentación completa, transparente y precisa por parte de Las Empresas Mineras de 
los aspectos valorados en el cumplimiento y ejecución del PMA, y la actualización del plan de 
manejo ambiental presentada a la ANLA incluyendo la propuesta del Plan de Transición,  siendo 
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este el ESPACIO PROPICIO Y ADECUADO PARA QUE LOS LÍDERES SOCIALES Y REPRESENTANTES 
DE LOS CORRESPONDIENTES GRUPOS DE INTERÉS, DISCUTAN EL CONTENIDO DE LO EXPUESTO 
POR LAS EMPRESAS MINERAS Y FORMULEN LAS PREGUNTAS, OBJECIONES Y PROPUESTAS 
QUE CONSIDEREN PERTINENTES.  

 
4.8. En consecuencia, no es cierto que no haya espacios de diálogo y participación reales y efectivos 

abiertos con las comunidades y grupos de interés que forman parte del área de influencia directa 
de la mina La Jagua. Dichos espacios se continuarán potencializando y aprovechando para que 
tales comunidades y grupos de interés estén informados de primera mano acerca del proceso 
de transición que tiene lugar con ocasión de la terminación anticipada de los Contratos Mineros, 
proceso en el cual las Empresas Mineras continúan haciendo presencia permanente en el área 
de influencia directa del proyecto.  

 
4.9. Y, por supuesto, una vez se cuente con una definición por parte de la ANLA acerca del balance 

de obligaciones derivado del instrumento de manejo y control ambiental que en su oportunidad 
fue aprobado a las Empresas Mineras para la mina La Jagua, el mismo será igualmente 
socializado con las comunidades y grupos de interés que forman parte del área de influencia 
directa de la mina La Jagua, en el marco de las medidas de manejo del componente social del 
Plan de Manejo Ambiental Unificado. 
 

4.10. Asimismo, las Empresas Mineras también se oponen a las infundadas pretensiones encaminadas 
a hacer responsable a la compañía de cualquier obligación derivada de y/o relacionada con 
proyectos carboníferos diferentes a la mina La Jagua, pues no han sido titulares ni operadores 
de ninguna otra mina 

 
4.11. Adicionalmente, de manera respetuosa se manifiesta al Despacho lo siguiente: 

 
4.11.1. Las Empresas Mineras se oponen por improcedente a la pretensión relativa al alegado y en 

este caso también infundado derecho a la consulta previa, por cuanto no existen ni se 
encuentran acreditados los requisitos para su procedencia.  

 
4.11.2. Las Empresas Mineras son por completo ajenas a todo lo relacionado con el conflicto armado. 

Por lo tanto, Las Empresas Mineras se opone a la pretensión relativa a medidas respecto de 
víctimas del conflicto armado, asunto que escapa por completo a la órbita de esta compañía 
y con el cual no se guarda ninguna relación de causalidad, mucho menos de alguna 
responsabilidad y no se encuentra acreditado en el plenario prueba alguna que vincule a Las 
Empresas Mineras con dicho conflicto armado, precisamente porque no existe ningún tipo de 
vínculo entre esta compañía y los alegados hechos en relación con dicho conflicto. 

 
4.11.3. Las Empresas Mineras se opone a la pretensión relativa a los alegados derechos laborales 

derivados de la terminación del Contratos Mineros relacionados con sus empleados, ex – 
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empleados y organizaciones sindicales, pues no sólo no existe violación alguna de derechos 
por parte de esta compañía a sus trabajadores, actuales y anteriores, ni a los sindicatos 
respectivos, sino que cualquier controversia que hubiese entre las partes sobre asuntos 
laborales debería tramitarse a través de la jurisdicción laboral, el cual constituye el 
mecanismo natural de defensa judicial establecido en la Constitución Política y en la ley para 
el efecto.  

 
4.11.4. Las Empresas Mineras se opone a las pretensiones relativas a los aquí infundadamente 

alegados derechos fundamentales al territorio, transparencia, acceso a medios digitales, 
alimentación, medio ambiente, entre otros, dado que (i) no se trata de derechos 
fundamentales sino de aspiraciones o derechos de otra naturaleza y, por lo tanto, no 
pertenecen a la órbita de la Acción de Tutela; (ii) no existe violación, vulneración ni amenaza 
alguna de Las Empresas Mineras a tales alegados derechos de los accionantes en relación con 
esta compañía, ni (iii) se encuentra acreditada en el proceso evidencia alguna de amenaza o 
vulneración de los mismos que pueda ser atribuible a Las Empresas Mineras. 

 
5. Excepciones.  

 
5.1. Primera Excepción: Inexistencia de violación, vulneración o amenaza de derechos 

fundamentales de los accionantes por parte de Las Empresas Mineras.  
 

5.1.1. Las Empresas Mineras no ha amenazado, violado ni puesto en riesgo derecho fundamental 
alguno de los actores, particularmente cuando esta compañía ha actuado frente a las 
comunidades y grupos de interés que forman parte del área de influencia directa de la mina La 
Jagua, tanto en la ejecución del Contratos Mineros como con posterioridad a la terminación 
del mismo, bajo las normas aplicables a su actividad en general y conforme lo aprobado por la 
Autoridad Ambiental competente en el instrumento de manejo y control ambiental 
establecido para el proyecto en particular.  

 
5.1.2. Lo anterior se hace todavía mas evidente en la medida de que no existe evidencia o 

demostración alguna en el expediente de que los actores hubieran ejercido alguno de los 
mecanismos de participación ciudadana definidos en  el artículo 69 del Título X de la Ley 99 de 
19936, en desarrollo de lo señalado en el artículo 79 de la Constitución Política de Colombia, o 
de que en caso de haberlo solicitado le hubieren sido desconocidos o negados.  

 
5.1.3. Dada la naturaleza de la actuación que las Empresas Mineras  se encuentra adelantando ante 

la ANLA, la cual, según se ha explicado y acreditado no es la modificación del Plan de Manejo 

                                                 
6 Artículo 69 - Del Derecho a Intervenir en los Procedimientos Administrativos Ambientales, Artículo 70. - Del Trámite de las 
Peticiones de Intervención, Artículo 71 - De la Publicidad de las Decisiones sobre el Medio Ambiente, Artículo 72.- De las 
Audiencias Públicas Administrativas sobre Decisiones Ambientales en Trámite, Artículo 74 - Del Derecho de Petición de 
Informaciones. 
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Ambiental establecido a esta compañía para la mina La Jagua y menos la ejecución del alegado 
por los tutelantes Plan de Cierre, desmantelamiento y abandono, sino la definición del balance 
de obligaciones a cargo de Las Empresas Mineras en el contexto de la terminación anticipada 
del Contratos Mineros, no existe una norma que establezca que dicho documento deba ser 
previamente socializado con comunidades y/o grupos de interés que formen parte del área de 
influencia directa de la mina La Jagua. 

 
5.1.4. Por sustracción de materia no podría efectuarse dicha socialización previa, pues se trata de 

actualizar lo ya contenido en el Plan de Manejo Ambiental y establecer por parte de la ANLA, 
con criterios técnicos y jurídicos dentro de su ámbito de competencias: 

 
a. Cuáles son las obligaciones que Las Empresas Mineras ya han cumplido bajo el Plan de 

Manejo Ambiental; 
 

b. Cuáles de las obligaciones establecidas en el Plan de Manejo Ambiental son las aplicables 
al período de transición entre la terminación anticipada del Contratos Mineros y la 
entrega del proyecto minero a la ANM; y  

 
c. Cuáles de las obligaciones establecidas en el Plan de Manejo Ambiental serán las de largo 

que plazo que deberán ser cumplidas por Las Empresas Mineras, incluso con 
posterioridad a la entrega del proyecto minero por parte de esta compañía a la ANM 

 
5.1.5. Por lo tanto, toda vez que dicho balance de obligaciones no se ha definido todavía por parte 

de la Autoridad Ambiental, por sustracción de materia no existe un instrumento actualizado 
que se pueda o deba socializar.  

 
5.1.6. Dicha socialización con comunidades y/o grupos de interés asentados en el área de influencia 

directa de la mina La Jagua por supuesto está prevista para cuando dicho balance de 
obligaciones sea definido por la ANLA como única y exclusiva Autoridad Ambiental 
competente para efectuar tal definición.  

 
5.1.7. En efecto, no nos encontramos ante un trámite de “diseño y aprobación de un Plan de Cierre 

Ambiental”, ni se están determinando nuevas obligaciones ambientales y sociales, sino que se 
pretende que el instrumento ambiental se adapte a la situación actual del proyecto, esto es –
tal como su nombre lo indica– que se actualice, sobre la base de obligaciones ya existentes que 
surgieron durante la ejecución del proyecto. 

 
5.1.8. En este orden de ideas, se destaca que la socialización previa del documento presentado por 

Las Empresas Mineras ante la ANLA para la definición del balance de obligaciones derivadas 
del Plan de Manejo Ambiental aprobado para el proyecto Mina La Jagua, no se encuentra 
consagrada en norma alguna del ordenamiento jurídico colombiano, particularmente teniendo 
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en cuenta que los mecanismos de participación ciudadana en materia ambiental se encuentran 
legalmente establecidos en la Carta Política, en la ley 99 de 1993 y en el Decreto Reglamentario 
1076 de 2015. ¿Cuál o cuáles de estos mecanismos legalmente establecidos habrían sido 
entonces pretermitidos u omitidos por Las Empresas Mineras? Ninguno! 

 
5.1.9. Por el contrario, en el evento en el cual se llegare a imponer a Las Empresas Mineras la 

obligación de realizar un escenario de participación específico deliberativo y decisorio, con el 
deber de concertación para el caso de la actualización del Plan de Manejo Ambiental en cuanto 
al balance de obligaciones de refiere, se estaría transgrediendo el principio de legalidad, dado 
que no se encuentra consagrado dicho espacio en el ordenamiento vigente y ello comportaría 
la imposición de una carga contraria a derecho al accionado, y por esa vía, se estaría 
vulnerando a la accionada el derecho al debido proceso constitucional consagrado en el 
artículo 29 de la Carta Política, amén de que fácilmente por esa vía se le podría ocasionar a mi 
representada una daño antijurídico (artículo 90 C.P.).  

 
5.1.10. Así mismo, si la Autoridad Ambiental llegare a ordenar la concertación con la comunidad de un 

instrumento que desde hace varios años se encuentra en etapa de seguimiento y control, 
estaría actuando de forma ilegal, dado que conforme se señala en el artículo 121 de la 
Constitución Política, “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las 
que le atribuyen la Constitución y la ley”, puesto que dicha socialización previa no se encuentra 
prevista, señalada y ni siquiera autorizada cuando se trata de medidas de seguimiento y control 
adoptadas en debida forma por la Autoridad Ambiental competente. 
 

5.1.11. También es necesario tener en cuenta que en este caso no se está adelantando ante la ANLA 
un trámite nuevo o una nueva actuación, sino que simplemente se está atendiendo un 
requerimiento de actualización respecto de lo ya aprobado en el Plan de Manejo Ambiental 
con ocasión de la terminación anticipada del Contratos Mineros, todo con la única finalidad de 
definir el balance de obligaciones derivadas de dicho instrumento y previamente expedido y 
en vigor desde hace varios años. Adicionalmente, debe resaltarse que el escenario en el que 
se encuentra el proyecto minero en comento, no es en modo alguno el previsto en el Artículo 
2.2.2.3.9.2. del Decreto Reglamentario 1076 de 2015, norma que NO resulta por tanto 
aplicable al caso actual: 

 
“ARTÍCULO 2.2.2.3.9.2. De la fase de desmantelamiento y abandono. Cuando un proyecto, obra 
o actividad requiera o deba iniciar su fase de desmantelamiento y abandono, el titular deberá 
presentar a la autoridad ambiental competente, por lo menos con tres (3) meses de anticipación, 
un estudio que contenga como mínimo:  

 
a) La identificación de los impactos ambientales presentes al momento del inicio de esta 

fase;  
b) El plan de desmantelamiento y abandono; el cual incluirá las medidas de manejo del 

área, las actividades de restauración final y demás acciones pendientes.  
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c) Los planos y mapas de localización de la infraestructura objeto de desmantelamiento 
y abandono;  

d) Las obligaciones derivadas de los actos administrativos identificando las pendientes 
por cumplir y las cumplidas, adjuntando para el efecto la respectiva sustentación;  

e) Los costos de las actividades para la implementación de la fase de desmantelamiento 
y abandono y demás obligaciones pendientes por cumplir.  

 
“La autoridad ambiental en un término máximo de un (1) mes verificará el estado del proyecto y 
declarará iniciada dicha fase mediante acto administrativo, en el que dará por cumplidas las 
obligaciones ejecutadas e impondrá el plan de desmantelamiento y abandono que incluya 
además el cumplimiento de las obligaciones pendientes y las actividades de restauración final.  

 
“Una vez declarada esta fase el titular del proyecto, obra o actividad deberá allegar en los 
siguientes cinco (5) días hábiles, una póliza que ampare los costos de las actividades descritas en 
el plan de desmantelamiento y abandono, la cual deberá estar constituida a favor de la autoridad 
ambiental competente y cuya renovación deberá ser realizada anualmente y por tres (3) años 
más de terminada dicha fase.  

 
“Aquellos proyectos, obras o actividades que tengan vigente una póliza o garantía bancaria 
dirigida a garantizar la financiación de las actividades de desmantelamiento, restauración final 
y abandono no deberán suscribir una nueva póliza sino que deberá allegar copia de la misma 
ante la autoridad ambiental, siempre y cuando se garantice el amparo de los costos establecidos 
en el literal e) del presente artículo.  
 
“Una vez cumplida esta fase, la autoridad ambiental competente deberá mediante acto 
administrativo dar por terminada la Licencia Ambiental.  

 
“PARÁGRAFO 1. El área de la licencia ambiental en fase de desmantelamiento y abandono podrá 
ser objeto de licenciamiento ambiental para un nuevo proyecto, obra o actividad, siempre y 
cuando dicha situación no interfiera con el desarrollo de la mencionada fase.  

 
“PARÁGRAFO 2. El titular del proyecto, obra o actividad deberá contemplar que su plan de 
desmantelamiento y abandono, además de los requerimientos ambientales, contemple lo exigido 
por las autoridades competentes en materia de minería y de hidrocarburos en sus planes 
específicos de desmantelamiento, cierre y abandono respectivos”. (Subrayas y negrillas fuera del 
texto). 

 
5.1.12. En efecto, tal y como aquí se ha explicado ampliamente y se ha acreditado de manera 

suficiente con los soportes documentales que se anuncian y se anexan con el presente escrito, 
el proyecto correspondiente a la mina La Jagua no se encuentra en fase de cierre, 
desmantelamiento y abandono. Esa no es la realidad.  
 
En el presente caso –bueno es repetirlo– tuvo lugar la terminación anticipada del Contratos 
Mineros por renuncia del Concesionario debidamente aceptada por la Entidad Estatal 
Contratante y, como consecuencia de lo anterior, la finalización de la explotación por parte del 
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respectivo titular minero, esto, es Las Empresas Mineras. El proyecto se encuentra en etapa de 
transición hacia su entrega en condición productiva a la ANM para que esa Autoridad Minera 
lo asigne a un nuevo concesionario que adelante su explotación. Asimismo, se trata de un 
proyecto ambientalmente licenciado y cuyo instrumento no se encuentra en trámite de 
modificación.  

 
5.1.13. Adicionalmente, se precisa que la Sentencia T-219 de 2022 hace referencia al derecho de 

acceso a la información por parte de las comunidades étnicas, lo cual tampoco es aplicable 
al caso que nos ocupa, toda vez que en el área de influencia directa de la mina La Jagua no 
se encuentran asentadas comunidades étnicas, tal y como consta en la Resolución número 
ST-0191 de 9 marzo de 2022 proferida por la Subdirección Técnica de Consulta Previa del 
Ministerio del Interior mediante Resolución número ST-0191 de 9 marzo de 2022, a la cual 
nos referiremos en el Numeral 5.3.10 de la Tercera Excepción propuesta en el presente escrito. 

 
5.1.14. Con todo, se reitera, el documento presentado por Las Empresas Mineras ante la ANLA para la 

definición del balance de obligaciones establecido en el Plan de Manejo Ambiental 
previamente aprobado a esta compañía para la ejecución del proyecto mina La Jagua, con 
ocasión de la terminación anticipada del Contratos Mineros, se encuentra en el Expediente 
LAM2622 correspondiente a la mina La Jagua, sobre cuya correcta ejecución ejerce 
seguimiento y control la ANLA, documento que puede ser consultado por cualquier persona.  

 
5.1.15. Asimismo, tal y como ha sido acreditado en el presente escrito, ya han tenido lugar varias 

mesas de diálogo, espacios de escucha mutua y participación efectiva que ha venido 
adelantando Las Empresas Mineras con grupos de interés localizados en el área de influencia 
directa del proyecto carbonífero mina La Jagua con ocasión de la terminación anticipada del 
Contratos Mineros, escenarios de diálogo mediante los cuales Las Empresas Mineras han 
venido y viene socializando con las respectivas comunidades los diferentes aspectos y 
actividades socio-ambientales de esta etapa de transición y atendiendo las inquietudes 
formuladas. Dichos espacios de socialización, diálogo y participación efectiva continuarán de 
manera periódica con todos los grupos de interés que forman parte del área de influencia 
directa de la mina La Jagua. 

 
5.1.16. Más aún: según se ha expuesto y acreditado, Las Empresas Mineras convocaron los líderes 

sociales y representantes de grupos de interés localizados en el área de influencia directa de 
la mina La Jagua con dicho propósito, a una reunión a efectuarse el próximo jueves 10 de 
noviembre de 2022 desde las 8:00 a.m. en la Casa de La Cultura del corregimiento de La Loma, 
municipio de El Paso, departamento del Cesar, reunión que implica la PARTICIPACIÓN ACTIVA 
de los líderes sociales y representantes de los correspondientes grupos de interés localizados 
en el área de influencia directa de la mina La Jagua, en las cuales tendrá lugar tanto (i) la 
presentación completa, transparente y precisa por parte de Las Empresas Mineras acerca de 
los aspectos valorados en el cumplimiento y ejecución del PMA, y la actualización del plan de 
manejo ambiental presentada a la ANLA incluyendo la propuesta del Plan de Transición y 
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siendo este el ESPACIO PROPICIO Y ADECUADO PARA QUE LOS LÍDERES SOCIALES Y 
REPRESENTANTES DE LOS CORRESPONDIENTES GRUPOS DE INTERÉS, DISCUTAN EL 
CONTENIDO DE LO EXPUESTO POR LAS EMPRESAS MINERAS, Y FORMULEN LAS PREGUNTAS, 
OBJECIONES Y PROPUESTAS QUE CONSIDEREN PERTINENTES.  

 
5.1.17. En adición a lo anterior, se reitera, una vez esté definido por parte de la ANLA, como única 

Autoridad Ambiental competente para ello de conformidad con el ordenamiento jurídico 
colombiano, se pronuncie sobre la actualización del instrumento de manejo y control 
ambiental presentado y el cual incluye dentro de su Plan de Transición la definición del balance 
de obligaciones a cargo de Las Empresas Mineras, el mismo será socializado con las 
comunidades y/o grupos de interés asentados en el área de influencia directa del proyecto. 

 
5.1.18. Por consiguiente, no existe una vulneración, violación ni amenaza a derecho alguno de los 

ahora tutelantes a la participación y acceso a la información que pueda ser atribuible a Las 
Empresas Mineras y respecto del cual esta compañía pueda ser condenada por vía de la Acción 
de Tutela.  

 
5.2. Segunda Excepción: Carencia Actual de Objeto por Hecho Superado: Espacios de Participación 

Activa de Líderes Sociales y Representantes de Grupos de Interés localizados en el Área de 
Influencia de la mina La Jagua respecto de las Actualizaciones Presentadas por Las Empresas 
Mineras a la ANLA para su Evaluación y Aprobación. 
 

5.2.1. Según se ha expuesto y acreditado, Las Empresas Mineras ha venido adelantando mesas de 
diálogo con las comunidades que forman parte del área de influencia directa del proyecto 
carbonífero mina La Jagua, constitutivos de espacios participativos con los grupos de interés 
en los cuales la compañía les informa acerca las actividades que se desarrollan en este período 
de transición y atiende así de manera concreta, real y efectiva las inquietudes, dudas, 
preguntas y solicitudes que formulan las comunidades, en un contexto de escucha mutua y 
participación.  
 

5.2.2. En adición a lo anterior, LAS EMPRESAS MINERAS GENERAN ESPACIOS QUE GARANTIZAN DE 
MANERA EFECTIVA EL EJERCICIO DEL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POR PARTE DE LAS 
COMUNIDADES Y GRUPOS DE INTERÉS LOCALIZADOS EN EL ÁREA DE INFLUENCIA DE LA 
MINA LA JAGUA, a través de los cuales les informa a dichas comunidades, autoridades locales, 
líderes sociales y grupos de interés tanto  los avances en la ejecución del Plan de Manejo 
Ambiental aprobado por la ANLA para el proyecto, como (las actividades realizadas y 
proyectadas en el plan de transición para la entrega del proyecto en condición operativa a la 
ANM.  
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5.2.3. En efecto, el pasado 25 de octubre de 2022, Las Empresas Mineras convocó a los líderes 
sociales y representantes de grupos de interés localizados en el área de influencia directa de 
la mina La Jagua con dicho propósito, a una reunión que deberá a efectuarse el próximo jueves 
10 de noviembre de 2022 desde las 8:00 a.m. en la Casa de La Cultura del corregimiento de La 
Loma, municipio de El Paso, departamento del Cesar, a saber: 

 

Actores Representante 

Consejo Comunitario Casimiro Meza Mendoza COCONEBO Flower Arias Rivera 

Junta de Acción Comunal de Boquerón Bernardo Ospino Ramos 

ANUC De El Paso Madeleinis Castillejo 

Red de Mujeres del Municipio de El Paso REDMUPAS Hilda Arrieta 

Junta de Acción Comunal El Hatillo Dorismel Correa 

Asociación de productores agropecuario de El Paso- Asopropaso Glenys Castillejo 

Actores Representante 

Actores Representante 

Consejo Comunitario de negritudes Julio Cesar Altamar Muñoz- 
CCJCAM Eufrosina Vega 

Junta de Acción Comunal de Estados Unidos Adaluz Suarez 

Asociación de emprendedores Agropecuarios de Becerril -Asobempre Ever García 

Asojuntas Becerril Libardo Ardila Fernández 

Asojuntas La Loma Kelly Pana 

 
5.2.4. Dichas convocatorias, así como las comunicaciones remisorias de las mismas vía correo 

electrónico a los correspondientes líderes sociales y respectivos representantes de grupos de 
interés se allegan al presente escrito como prueba documental (Anexo 22), de las cuales 
incorporamos la siguiente al texto para mayor facilidad en la ilustración al Despacho: 
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5.2.5. El alcance de dicha reunión implica la PARTICIPACIÓN ACTIVA de los líderes sociales y 
representantes de los correspondientes grupos de interés localizados en el área de influencia 
directa de la mina La Jagua, en las cuales tendrá lugar tanto (i) la presentación completa, 
transparente y precisa por parte de Las Empresas Mineras de los aspectos valorados en el 
cumplimiento y ejecución del PMA, y la actualización del plan de manejo ambiental presentada 
a la ANLA incluyendo la propuesta del Plan de Transición y siendo este el ESPACIO PROPICIO Y 
ADECUADO PARA QUE LOS LÍDERES SOCIALES Y REPRESENTANTES DE LOS 
CORRESPONDIENTES GRUPOS DE INTERÉS, DISCUTAN EL CONTENIDO DE LO EXPUESTO POR 
LAS EMPRESAS MINERAS, Y FORMULEN LAS PREGUNTAS, OBJECIONES Y PROPUESTAS QUE 
CONSIDEREN PERTINENTES.  
 

5.2.6. En este orden de ideas, si los actores afirman que existe una supuesta violación, vulneración o 
amenaza al alegado derecho a la participación, afirmación que no se acepta en lo más mínimo, 
se pone de presente que Las Empresas Mineras ha convocado a nuevos espacios de 
PARTICIPACIÓN ACTIVA en los cuales los grupos de interés y líderes sociales tendrán un 
espacio propicio y adecuado no sólo para conocer la información objeto de la presente Acción 
de Tutela sino para discutir su contenido, formular todas las preguntas que a bien tengan, 
recibir respuestas completas y de fondo, así como también para formular sus propuestas.  
 

5.2.7. Por lo tanto, nos encontramos ante la carencia actual de objeto que naturalmente dá lugar a 
la existencia o configuración de un hecho superado.  

 
Sobre el particular, ha manifestado la Corte Constitucional que se configura un hecho superado 
cuando “(…) aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 
antes de que el mismo diera orden alguna (…)”.  
 
Al respecto ha precisado la Corte: “(…) la orden del/de la juez/a de tutela relativa a lo solicitado 
en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío (…)”, y ha 
concluido que: “(…) Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando 
entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface 
por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo (…)”7 (Subrayas fuera del 
texto).  

 
5.2.8. En ese orden de ideas, se encuentra que en el presente caso han desaparecido los motivos 

por los cuales el accionante presentó la acción de tutela. Los supuestos de hecho que dieron 
origen a la presentación de la acción de tutela desaparecieron:     

 
“(…) de modo que, si la situación de hecho de lo cual esa persona se queja ya ha sido superada 
en términos tales que la aspiración primordial en que consiste el derecho alegado está siendo 

                                                 
7 CConst, T-200/13, A.J. Estrada 
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satisfecha, ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que 

impartiera el juez caería en el vacío”8.   

 

5.2.9. En tal sentido, de manera reiterativa y pacífica, la Corte Constitucional se ha referido al 
respecto en los siguientes términos:  

 
“El objetivo de la acción de tutela, conforme a lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución 
Política, los artículos 1, 2, 5 y 6 del Decreto 2591 de 1.991 y los criterios de interpretación 
adoptados por la jurisprudencia constitucional, es la protección efectiva, cierta e inmediata de 
los derechos constitucionales fundamentales, presuntamente vulnerados o amenazados por la 
acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos que determine la 
ley.  
 
“Desde este punto de vista, en caso de encontrar conminado o quebrantado el derecho alegado, 
la decisión que debe adoptar el juez de tutela al proferir una orden de protección, debe ir 
encaminada a alcanzar el propósito constitucional referido, es decir, a defender de forma actual, 
real e inmediata el derecho que se aduce. 
 
“Por ello, en aquellos eventos en los que la situación de hecho que genera la vulneración o la 
amenaza de los derechos fundamentales ha sido superada, en el sentido de que la pretensión 
erigida en defensa del derecho conculcado está siendo satisfecha, la acción de tutela pierde su 
justificación constitucional y por lo tanto su razón de ser; es decir que, "... la orden que pudiera 
impartir el juez, ningún efecto podría tener en cuanto a la efectividad de los derechos 
presuntamente conculcados, el proceso carecería de objeto y la tutela resultaría entonces 

improcedente”9.  

 

5.2.9 La jurisprudencia ha sido clara: “(…) Este fenómeno ha sido catalogado por la jurisprudencia 
como hecho superado, en el sentido de que han desaparecido los supuestos de hecho que 
motivaron el ejercicio de la acción”10.  
 

5.2.10 Hay hecho superado cuando: “(…) por la acción u omisión (…) del obligado, se supera la 
afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia 
de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras 
que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en 
tutela”11. 

 

                                                 
8 CConst, T-519/1992, J.G. Hernández, CConst, T-100/1995, V. Naranjo; CConst, T-201/2004, C.I. Vargas; CConst, T-325/2004, 
E. Montealegre 
9 Sentencia T-799 de 2004 M.P.: Rodrigo Escobar Gil 
10 CConst, T – 406/2006, J. Araujo 
11 CConst, SU-540/2007, A. Tafur 
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5.3 Tercera Excepción: La Definición del Balance de Obligaciones Ambientales a cargo de Las 
Empresas Mineras es Competencia Exclusiva de la ANLA, sin que el mismo pueda ser Establecido 
por Terceros Ni ser Objeto de Concertación Previa con Grupos de Interés.  

 
5.3.2 Indica el artículo 107 de la Ley 99 de 1993 que “las normas ambientales son de orden público 

y no podrán ser objeto de transacción o de renuncia a su aplicación por las autoridades o por 
los particulares”. (Subrayas fuera del texto). 
 

5.3.3 Conforme lo establecido en el Artículo 3º del Decreto 3753 de 2011, las funciones de la ANLA 
son las siguientes:  

 
“Artículo 3º. Funciones. La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– cumplirá, 

las siguientes funciones: 
“1. Otorgar o negar las licencias, permisos y trámites ambientales de competencia del 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con la ley y los 
reglamentos. 

“2. Realizar el seguimiento de las licencias, permisos y trámites ambientales. 
“3. Administrar el Sistema de Licencias, Permisos y Trámites Ambientales –SILA– y 

Ventanilla Integral de Trámites Ambientales en Línea –Vital–. 
“4. Velar porque se surtan los mecanismos de participación ciudadana de que trata la ley 

relativos a licencias, permisos y trámites ambientales. 
“5. Implementar estrategias dirigidas al cuidado, custodia y correcto manejo de la 

información de los expedientes de licencias, permisos y trámites ambientales. 
“6. Apoyar la elaboración de la reglamentación en materia ambiental. 
“7. Adelantar y culminar el procedimiento de investigación, preventivo y sancionatorio en 

materia ambiental, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 1333 de 2009 o la norma que la 
modifique o sustituya. 

“8. Adelantar los cobros coactivos de las sumas que le sean adeudadas a la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– por todos los conceptos que procedan. 

“9. Ordenar la suspensión de los trabajos o actividades, en los casos en los que el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible haga uso del ejercicio discrecional y selectivo sobre 
los asuntos asignados a las Corporaciones Autónomas Regionales. 

“10. Aprobar los actos administrativos de licencias ambientales para explotaciones mineras 
y de construcción de infraestructura vial y los permisos y concesiones de aprovechamiento 
forestal de que tratan los artículos 34, 35 y 39 de la Ley 99 de 1993. 

“11. Dirimir los conflictos de competencia cuando el proyecto, obra o actividad sujeto a 
licencia o permiso ambiental se desarrolle en jurisdicción de dos o más autoridades 
ambientales. 

“12. Desarrollar la política de gestión de información requerida para el cumplimiento de su 
objeto. 

“13. Asumir la representación judicial y extrajudicial de la Nación en los asuntos de su 
competencia. 

“14. Las demás funciones que le asigne la ley”. (Subrayas y negrillas fuera del texto). 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1333_2009.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0099_1993.html#34
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0099_1993.html#35
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0099_1993.html#39


 

43 

 

 

5.3.4  Por tanto, conforme a la ley, corresponde única y exclusivamente a la ANLA efectuar el 
seguimiento y control del Plan de Manejo Ambiental –PMAU– aprobado a Las Empresas 
Mineras en debida forma desde hace varios años para el proyecto carbonífero mina La Jagua. 
Esta competencia no le puede ser trasladada a terceros, incluyendo a los accionantes, bajo la 
apariencia de ejercicio de participación ciudadana, la cual conforme se indicó previamente no 
reemplaza, sustituye o condiciona el deber de evaluación y la competencia de la Autoridad 
Ambiental.   
 

5.3.5 En tal sentido, confunde la comunidad el alcance de la participación o socialización con el de 
la concertación o el consenso, que legalmente no se contempla respecto de ninguno de los 
mecanismos señalados. De allí que, sin perjuicio de los mecanismos de participación 
ciudadana, que pueden y deben ser ejercidos por la comunidad, su ejercicio no puede 
traducirse en un condicionante o en la sustitución de la facultad de decisión de la ANLA.  

 
5.3.6 Las pretensiones de la tutela más allá de una participación ciudadana podrían tener la 

connotación de pretensión política la cual conforme lo señala el profesor Luis Fernando Macías 
“se ejerce, generalmente, mediante el sufragio, y tiene por objeto tomar parte en una decisión 
de carácter político, vigilar el ejercicio del poder o incluso decidir sobre diversos asuntos 
concernientes a la estructura o acción del Estado (….) El objetivo de este tipo de participación 
es que el Estado tome la decisión expresada por la mayoría de los ciudadanos a través del 
sufragio o cambie de estrategias dependiendo del papel que realice la sociedad en la vigilancia 
de la acción o ejercicio del poder”. 12 
 

5.3.7 Lo anterior, en contraposición de la participación comunitaria, respecto de la cual se indica 
“puede tener lugar cuando las comunidades se organizan para sacar adelante proyectos de su 
interés, pero que se encuentran fuera de toda injerencia o intervención del Estado en cuanto 
su objetivo, diseño y propósito. No interesa si la comunidad, logra alguna colaboración de una 
entidad pública, pues ella es circunstancial y no implica una injerencia en el proyecto”. 
(Destacado es nuestro). 
 

5.3.8 Aclarado lo anterior, debe tenerse en cuenta que la ANLA en cumplimiento de dicha función, 
la ANLA requirió a Las Empresas Mineras para que presentase, para evaluación de dicha 
Autoridad Ambiental, la información correspondiente a la actualización del Plan de Cierre 
Ambiental de la mina La Jagua. 
 

5.3.9 En desarrollo de lo anterior, mediante comunicación de fecha 9 de junio de 2022, Las Empresas 
Mineras presentaron a consideración de la ANLA la actualización del instrumento de manejo 

                                                 
12  Luis Fernando Macías G, Aspectos Jurídicos de la Participación Ciudadana en la Gestión Ambiental en Colombia. Medio 

Ambiente y Derecho. Aparece en https://huespedes.cica.es/gimadus/05/colombia.htm.  
 

https://huespedes.cica.es/gimadus/05/colombia.htm
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y control ambiental aprobado a esta compañía para el proyecto carbonífero mina La Jagua con 
el propósito de que se defina el balance de obligaciones a cargo de esta compañía (Anexo 18). 

 
5.3.10 Dicha actualización será objeto de socialización con PARTICIPACIÓN ACTIVA de 

representantes de grupos de interés y de líderes sociales localizados en el área de influencia 
directa de la mina La Jagua en reunión convocada, anunciada, divulgada y programada para el 
próximo jueves 10 de noviembre de 2022 desde las 8:00 a.m. en la Casa de La Cultura del 
corregimiento de La Loma, municipio de El Paso, departamento del Cesar (Anexo 22).  

 
En dicha reunión los grupos de interés y líderes sociales tendrán un espacio propicio y 
adecuado tanto para conocer la información que se reclama mediante el ejercicio de la 
presente Acción de Tutela, como para discutir su contenido, formular todas las preguntas 
que a bien tengan, recibir respuestas completas y de fondo, así como también para formular 
sus propuestas. 

 
5.3.11 Lo anterior, como resulta suficientemente claro y visible, es bien diferente al alcance del 

derecho a la participación que en esta oportunidad ha sido alegado por los tutelantes: 
conforme a derecho no es viable asignarle en modo alguno a los tutelantes con presencia en 
la zona de influencia de la mina La Jagua, la competencia para co-evaluar junto con la ANLA 
y/o desplazándola de sus funciones y competencias, la actualización de dicho Plan de Cierre 
Ambiental y determinar las obligaciones sociales y ambientales que se encuentran 
pendientes para ser cumplidas en el futuro por parte de Las Empresas Mineras.  

 
5.3.12 Sobre el particular, se debe tener en cuenta que, DE ACUERDO CON LA LEY, ÚNICAMENTE LA 

ANLA, COMO AUTORIDAD AMBIENTAL COMPETENTE, TIENE LA FACULTAD PARA 
DETERMINAR LAS OBLIGACIONES AMBIENTALES Y SOCIALES PENDIENTES A CARGO DE LAS 
EMPRESAS MINERAS. Ello no lo puede hacer ninguna otra autoridad o entidad; ni la 
Presidencia de la República, ni el Ministerio de Ambiente, ni el Ministerio de Minas, ni la 
Agencia Nacional de Minería –ANM–, pues se trata de una competencia clara y precisa que 
el ordenamiento vigente le atribuyó de manera exclusiva y única a la ANLA. 

 
5.3.13 Menos aún puede asignársele, por vía de la Acción de Tutela, tal competencia o facultad a 

grupos de interés con presencia en el área de influencia directa del proyecto mina La Jagua, 
con la finalidad de amparar el aquí equivocadamente alegado derecho a la participación. 

 
5.3.14 Por lo tanto, conforme a derecho es preciso distinguir entre: 

 
a) La socialización con representantes de comunidades y grupos de interés de la actualización 

presentada a la ANLA para su evaluación y aprobación como Autoridad Ambiental 
competente, disponiendo de un espacio propicio y adecuado no sólo para su participación 
activa; esto es, no sólo conocer la información objeto de la presente Acción de Tutela sino 
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también discutir su contenido, formular todas las preguntas que a bien tengan, recibir 
respuestas completas y de fondo, así como también propuestas, como en efecto tendrá 
lugar el próximo jueves 10 de noviembre de 2022 desde las 8:00 a.m. en la Casa de La 
Cultura del corregimiento de La Loma, municipio de El Paso, departamento del Cesar 
(Anexo 22).  
 
 DICHA SOCIALIZACIÓN CON PARTICIPACIÓN ACTIVA DE REPRESENTANTES DE 

COMUNIDADES Y GRUPOS DE INTERÉS NO IMPLICA NI PUEDE IMPLICAR 
CONFORME A DERECHO EL QUE LA ACTUALIZACIÓN PRESENTADA POR LAS 
EMPRESAS MINERAS A LA ANLA DEBA SER PREVIAMENTE CONCERTADA CON TALES 
REPRESENTANTES DE COMUNIDADES Y GRUPOS DE INTERÉS, NI QUE LAS 
OBLIGACIONES A CARGO DE LAS EMPRESAS MINERAS SEAN DEFINIDAS, 
ESTABLECIDAS, MODIFICADAS NI ADICIONADAS POR LOS MISMOS.  

 
b) La evaluación y aprobación por parte de la ANLA de dicha actualización presentada por Las 

Empresas Mineras como única Autoridad competente para ello conforme a la ley, no 
requiere ni puede requerir, conforme a derecho, su previa concertación con terceros.  

 
5.3.15 Por lo tanto, con arreglo al Principio de Legalidad, pilar de las actuaciones administrativas, la 

autoridad con facultades para determinar el cumplimiento o no de las obligaciones, y para 
establecer cuáles se encuentran pendientes por parte de Las Empresas Mineras bajo el Plan 
de Manejo Ambiental aprobado a esta compañía para el proyecto carbonífero mina La Jagua, 
es exclusivamente la ANLA, de conformidad con el artículo tercero del Decreto 1076 de 2015.  
 
En este orden de ideas, acceder a lo solicitado por los accionantes, equivaldría a trasladar por 
parte del Juzgado a los tutelantes funciones atribuidas por la ley a la ANLA.  
 

5.3.16 En adición a lo anterior, se pone de presente que, de conformidad con lo establecido en los 
Decretos 1076 de 201513 y 376 de 202014, los terceros con interés legítimo en el seguimiento 
ambiental de un proyecto, cuentan con el mecanismo de participación en dicho seguimiento, 
consistente en el espacio que posibilita la Autoridad Ambiental durante la visita técnica, para 
realizar sus labores de seguimiento y control ambiental de un proyecto, obra o actividad 
licenciado para que las autoridades locales y comunidades puedan expresar ante la 
Autoridad competente sus aportes, sus inquietudes o sus observaciones respecto al 
desarrollo ambiental del proyecto.  

 
5.3.17 Dicho mecanismo de participación es diferente y no tiene el alcance de una concertación con 

terceros respecto del seguimiento ambiental de un proyecto y tampoco sobre la definición del 
mismo, ni mucho menos corresponde a la concertación con terceros de la definición del 

                                                 
13 Decreto 1076 de 2015. Artículo 2.2.2.3.9.1.  
14 Decreto 376 de 2020. Artículo 8º - Numeral 3.  
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balance de obligaciones sociales y ambientales derivados del instrumento de manejo y control 
ambiental de un proyecto. 

 
5.4 Cuarta Excepción: Ausencia del Alegado Derecho a la Consulta Previa.  

 
5.4.1 El artículo 2.2.2.3.3.3. del Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, "Por medio del cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible", establece que 
“en los casos en que se requiera, deberá darse cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 76 de 
la Ley 99 de 1993, en materia de consulta previa con comunidades indígenas y negras 
tradicionales, de conformidad con lo dispuesto en las normas que regulen la materia”.  
(Subrayas fuera del texto).  
 

5.4.2 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley 99 de 1993, “La explotación de los 
recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica 
de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y 
el artículo 330 de la Constitución Nacional y las decisiones sobre la materia se tomarán, previa 
consulta a los representantes de tales comunidades”. (Subrayas fuera del texto). 

 
5.4.3 El artículo 44 de la Ley 70 de 1993 determina que “Como un mecanismo de protección de la 

identidad cultural, las comunidades negras participarán en el diseño, elaboración y evaluación 
de los estudios de impacto ambiental, socio-económico y cultural, que se realicen sobre los 
proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a que se refiere esta ley”.  (Subrayas fuera 
del texto).  

 
5.4.4 El Decreto 1320 de 1998, reglamentó la consulta previa con las comunidades indígenas y 

negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio, y al efecto 
estableció en su artículo segundo la determinación del territorio objeto de consulta previa en 
los siguientes términos: “La consulta previa se realizará cuando el proyecto, obra o actividad 
se pretenda desarrollar en zonas de resguardo o reservas indígenas o en zonas adjudicadas en 
propiedad colectiva a comunidades negras”.  (Subrayas fuera del texto).  

 
5.4.5 El artículo 3º del Decreto 1320 de 1998 determina que “Cuando el proyecto, obra o actividad 

se pretenda realizar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y permanente por 
comunidades indígenas negras susceptibles de ser afectadas con el proyecto, le corresponde al 
Ministerio del Interior certificar la presencia de dichas comunidades, el pueblo al que 
pertenecen, su representación y ubicación geográfica.”  (Subrayas fuera del texto). 

 
5.4.6 Por lo tanto, son dos (2) los requisitos que establece el ordenamiento jurídico colombiano para 

que haya lugar a la realización de una consulta previa con una comunidad étnica:  
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a. Que el proyecto obra o actividad se pretenda realizar en zonas habitadas por una 
comunidad étnica susceptible de ser afectada con dicho proyecto; y  

 
b. Que se trate de una comunidad étnica certificada como tal por la Dirección de la Autoridad 

Nacional de Consulta Previa del Ministerio del Interior.  
 

5.4.7 Respecto del requisito indicado en el literal a) del Numeral 5.4.6 que inmediatamente 
antecede, se pone de presente que Las Empresas Mineras no han solicitado ni van a solicitar 
el licenciamiento o modificación del licenciamiento de un proyecto, obra o actividad cuya 
ejecución vaya a tener lugar en el área de influencia directa de la mina La Jagua, pues dicha 
operación minera ya concluyó por parte de Las Empresas Mineras como consecuencia de la 
comentada terminación anticipada de los aludidos Contratos Mineros.   

 
5.4.8 En efecto, para el caso de Las Empresas Mineras la mina La Jagua no es un nuevo proyecto 

minero, sino uno cuya ejecución y explotación ya terminó en septiembre de 2021.   

 
5.4.9 Asimismo, según se ha expuesto y acreditado, para Las Empresas Mineras la mina La Jagua 

constituyó un proyecto ambientalmente licenciado, teniendo lugar en 2016, es decir hace seis 
(6) años, la última modificación al Plan de Manejo Ambiental debidamente aprobado por la 
Autoridad Ambiental a Las Empresas Mineras para la mina La Jagua. Y la definición del balance 
de obligaciones derivadas de dicho proyecto terminado no constituye un licenciamiento 
ambiental ni la modificación del mismo.  

 
5.4.10 Y respecto del requisito indicado en el literal b) del Numeral 5.4.6 que antecede, se pone de 

presente la inexistencia de comunidades étnicas en el área de influencia directa de la mina 
La Jagua, tal y como fue certificado por la Subdirección Técnica de Consulta Previa del 
Ministerio del Interior mediante Resolución número ST-0191 de 9 marzo de 2022, acto 
mediante la cual resolvió que no procede la consulta previa con comunidades étnicas para la 
medida administrativa de delimitación y declaratoria de Áreas de Reserva Estratégica 
Mineras en la zona en la cual se localiza la mina La Jagua, tal y como se desprende de la parte 
motiva de  la Resolución No. 045 del 3 de mayo de 2022 proferida por la Agencia Nacional de 
Minería, en los siguientes términos: 
 

“Que, con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado en el artículo cuarto de la sentencia de la 
Corte Constitucional T-766 de 2015, y teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 16 y 

siguientes del Decreto número 2893 de 2011, modificados mediante el Decreto número 2353 de 

2019, la Agencia Nacional de Minería radicó ante el Ministerio del Interior solicitud para que se 
pronunciara sobre la procedencia de la consulta previa con comunidades étnicas en el área del 
“PROYECTO DE DELIMITACIÓN Y DECLARACIÓN DE ÁREAS DE RESERVA ESTRATÉGICA MINERA - 
BLOQUES 19 Y 20”, dentro de la cual se localiza el Bloque de Zona Reservada con Potencial (ZRP) 
N° 712 ubicado en los municipios de Becerril, El Paso y La Jagüa de Ibirico (departamento del 
Cesar), para proceder sobre el mismo con la medida administrativa de delimitación y declaratoria 
de Áreas de Reserva Estratégica Mineras;  
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“Que, en virtud de ese trámite, la Subdirección Técnica de Consulta Previa del Ministerio del 
Interior expidió la Resolución número ST-0191 de 9 marzo de 2022, mediante la cual resolvió que 
no procede la consulta previa con comunidades étnicas para la medida administrativa señalada, 
en atención a las siguientes consideraciones:  
 
“Que el “PROYECTO DE DELIMITACIÓN Y DECLARACIÓN DE ÁREAS DE RESERVA ESTRATÉGICA 
MINERA - BLOQUES 19 Y 20”, localizado en jurisdicción de los municipios de Becerril, El Paso y 
La Jagüa de Ibirico, en el departamento de Cesar.  

 
“Que consultadas las bases de datos institucionales de comunidades étnicas, tanto geográficas 
como alfanuméricas, no se identificaron comunidades étnicas sobre las cuales deba adelantarse 
el análisis cartográfico de cara a determinar cuáles habitan al interior del área minera estratégica 
minera “BLOQUES 19 Y 20”.  

 
“Dado lo anterior, se establece que no procede consulta previa para el “PROYECTO DE 
DELIMITACIÓN Y DECLARACIÓN DE ÁREAS DE, RESERVA ESTRATÉGICA MINERA - “BLOQUES 19 
Y 20”, dado que no hay comunidades étnicas en el área objeto de declaratoria”. (Negrilla del 
texto original; se han agregado las subrayas). 

 
5.4.11 Por consiguiente, no hay lugar en el presente caso al alegado derecho fundamental a la 

consulta previa.  
 
5.5 Quinta Excepción: Improcedencia de la Tutela por falta de cumplimiento del requisito de 

subsidiariedad. Los actores tienen otros mecanismos de defensa judiciales. 
 

5.5.1 El inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de tutela se encuentra 
gobernada por el principio de subsidiariedad, al establecer que:  

 
“… Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable ...”. 

 
5.5.2 Es claro que la acción de tutela no es procedente en los eventos en los cuales la persona 

afectada disponga de otro medio de defensa judicial, salvo cuando se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Lo anterior se encuentra contemplado en el 
Decreto 2591 de 1991 que señala cuáles son las causales de procedencia de la acción. 

 
5.5.3 Sobre el particular, la Corte Constitucional ha manifestado lo siguiente:  

 
“Este tribunal ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger los 
derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual, es decir, 
procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para que 
cese inmediatamente la vulneración”. (Sentencia T-404 de mayo 31 de 2012. Corte 
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constitucional. Sala Cuarta de Revisión. Ref.: Expediente T-3.339.097. Magistrado Ponente: Dr. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).  

 
5.5.4 Así mismo, en la Sentencia T-753 de 2006, la Corte Constitucional señaló lo siguiente: 

 
“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela15, se ha 
sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales 
ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la 
acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos 
judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, 
por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en 
improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior”. (Subrayas fuera del 
texto). 

 
5.5.5 Las controversias ahora planteadas por los accionantes recaen sobre alegados derechos e 

intereses eminentemente colectivos, los cuales escapan por completo al ámbito de una 
Acción de Tutela, para cuya protección cuentan con sus propias acciones y mecanismos 
consagrados en el ordenamiento jurídico vigente para tramitar los conflictos o disputas en 
relación con los mismos.  

 
5.5.6 Por consiguiente, al contar con otros mecanismos de defensa judicial, no se cumple el requisito 

de subsidiariedad de la Acción de Tutela. En consecuencia, la misma resulta improcedente.  
 

5.6 Sexta Excepción: Improcedencia de la Tutela como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. Los actores no han acreditado tal perjuicio irremediable. 
 

5.6.1 Dado que en el presente caso no estamos frente a un perjuicio irremediable, la acción de tutela 
resulta improcedente, pues existen otras acciones procesales por las cuales puede tramitarse 
la controversia. 

 
5.6.2 Los actores no allegan ninguna prueba que determine la existencia real o inmediata de una 

afectación a derechos fundamentales que indique la causación de un perjuicio irremediable. 
En este orden de ideas, no existe una situación de “inminencia, urgencia, gravedad de los 
hechos e impostergabilidad”.  

 

                                                 
15 Respecto a la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela, la Corte en Sentencia T-1222 de 2001 señaló: “(…) el 
desconocimiento del principio de subsidiaridad que rige la acción de tutela implica necesariamente la desarticulación del 
sistema jurídico. La garantía de los derechos fundamentales está encomendada en primer término al juez ordinario y solo en 
caso de que no exista la posibilidad de acudir a él, cuando no se pueda calificar de idóneo, vistas las circunstancias del caso 
concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, es que el juez constitucional está llamado a otorgar 
la protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez constitucional no puede intervenir”. 
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5.6.3 Por consiguiente, teniendo en cuenta que en este caso no existe un perjuicio irremediable que 
justifique la utilización de una acción de tutela a pesar de que existen mecanismos ordinarios 
de defensa judicial, resulta evidente que no se cumple uno de los requisitos mínimos de 
procedibilidad de la acción, esto es el requisito de la acreditación de un perjuicio irremediable.  

 
5.7 Séptima Excepción: Falta de Legitimidad en la Causa por Activa: No todos los actores forman 

parte del área de influencia directa del proyecto mina La Jagua, particularmente quienes se 
encuentran en el departamento del Magdalena, zona del país que escapa por completo al 
ámbito del proyecto carbonífero localizado en el centro del departamento del Cesar.   

 
5.7.1 El artículo 2.2.2.3.1.1 del Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, “Por medio del cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, define el área de 
influencia directa como aquella “en la cual se manifiestan de manera objetiva y en lo posible 
cuantificable, los impactos ambientales significativos ocasionados por la ejecución de un 
proyecto, obra o actividad, sobre los medios abiótico, biótico y socioeconómico, en cada uno 
de los componentes de dichos medios. Debido a que las áreas de los impactos pueden variar 
dependiendo del componente que se analice, el área influencia podrá corresponder a varios 
polígonos distintos que se entrecrucen entre sí”. (Subrayas fuera del texto).  

 
5.7.2 Por consiguiente, dado que no todos los actores de la presente Acción de Tutela forman parte 

del área de influencia directa del proyecto carbonífero mina La Jagua, resulta fuera de toda 
duda que quienes no se encuentran asentados en la misma carecen de legitimidad en la causa 
por activa, tal como ocurre con la Junta de Acción Comunal del Barrio Don Jaca en Santa 
Marta y el Edil del Corregimiento de Cordobita en Ciénaga, entre otros, tutelantes cuyos 
asentamiento, actividades y radio de acción se encuentran en el departamento del 
Magdalena, geográfica y socioeconómicamente muy lejos de la zona de la mina La Jagua, 
proyecto que se encuentra en el centro del departamento del Cesar y cuya área de influencia 
se encuentra definida por la Autoridad Ambiental a las comunidades asentadas en los 
municipios de Becerril, La Jagua de Ibirico y El Paso, correspondientes a los predios 
identificados en el cuadro inserto en el Numeral 5.7.2 que inmediatamente antecede del 
presente escrito. 

 
5.7.3 Por lo tanto, su reclamación por vía de la Acción de Tutela resulta improcedente dado que 

dichos demandantes carecen por completo de legitimidad en la causa.  
 
5.8 Octava excepción: Carencia absoluta de fundamentación fáctica real y, por tanto, inexistencia 

de causa petendi en la demanda de tutela.  
 

5.8.1 La más simple, sencilla y elemental revisión de la demanda de tutela en estudio obliga a 
concluir que aunque a lo largo de la misma no se presentaron hechos claros, precisos, 
ordenados y numerados como fundamento fáctico de sus pretensiones y planteamientos –lo 
cual no amerita el patrocinio, la autorización ni la convalidación judicial, en cuanto ello 
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constituye una práctica deliberadamente violatoria del Derecho Fundamental al Debido 
Proceso (artículo 29 C.P.), puesto que únicamente busca dificultar, entorpecer e imposibilitar 
los Derechos Fundamentales de Defensa y de Contradicción de los accionados (artículo 29 
C.P.)–, lo cierto es que a través de la farragosa, mendaz y enredada narrativa que se presenta 
a manera de soporte fáctico de las respectivas pretensiones, resulta claro que la totalidad de 
la demanda se centra, de manera exclusiva, principalísima y concreta en torno a la inexistente, 
imaginaria e hipotética ejecución inminente de la etapa de CIERRE, DESMANTELAMIENTO Y 
ABANDONO DE LA MINA LA JAGUA. 
 

5.8.2 Ciertamente, en el capítulo de la demanda que los tutelantes titulan “IV. FUNDAMENTOS DE 
HECHO”, se incluye y se expone el núcleo básico, fundamental, principalísimo y en realidad 
único de ese libelo introductorio, así: 

 
“4.1 Explotación minera en Cesar- Mina La Jagua y la Jagua- Proceso de cierre de 
operaciones mineras de la empresa LAS EMPRESAS MINERAS S.A: 
 
“……………………….. 
 
“Es a partir, de este grave e irregular proceso de diseño y aprobación de plan de 
cierre de operaciones mineras en Colombia de Las Empresas Mineras S.A ante la 
ANLA, que actualmente, se están generando graves violaciones a los derechos de 
las comunidad, sindicatos y víctimas afectadas por la actividad minera. Además, de 
como lo indica la contraloría existe una falta de articulación interministerial para el 
procedimiento tanto contractual -minero como frente al cumplimiento de las 
obligaciones ambientales que se debía surtir” (Se deja resaltado).  
 
“……………………………. 
 
“4.2. Naturaleza jurídica del Plan de Cierre de operaciones mineras en materia 
ambiental: (… …)”.  

 
5.8.3 Al respecto basta con tener en consideración, tal como ampliamente se ha descrito, desarrollado 

y sustentado a lo largo del presente escrito, que en torno al proyecto en referencia, 
correspondiente a la mina La Jagua, NO se ha iniciado y NO se proyecta iniciar la referida ETAPA 
DE CIERRE, DESMANTELAMIENTO Y ABANDONO, por las potísima e importantes razones que se 
procede a reiterar como sustentación de la excepción que aquí se propone: 

 
 Porque la consecuencia de la Terminación anticipada que se produjo en relación con el 

Contratos Mineros en mención, NO ES EL DESMANTELAMIENTO, ABANDONO Y CIERRE DE 
LA MINA LA JAGUA SINO SU ENTREGA A LA AUTORIDAD MINERA en condición productiva 
para que dicho proyecto carbonífero sea operado por el concesionario que para el efecto 
seleccione y contrate la ANM. 
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 Porque la obligación contractual válida y expresamente pactada en los Contratos Mineros, 
definió con claridad que si el Contratos Mineros terminaba por una causa diferente al 
agotamiento de las reservas, Las Empresas Mineras debería entregar el proyecto a la 
Autoridad Minera en condición operativa y con los frentes de trabajo en producción 
(precisamente para que pudiese continuar su explotación por otro concesionario al existir 
aún recursos en el subsuelo).  

 
 Porque en virtud de la aceptación por parte de la ANM a la renuncia presentada por Las 

Empresas Mineras al Contratos Mineros, finalizó la etapa de explotación en dicho proyecto 
carbonífero a cargo de Las Empresas Mineras y, por tanto, surgió para esta compañía la 
obligación de conservar en condición productiva y operativa las áreas e infraestructura 
minera, tal como en efecto lo ha venido haciendo, con el propósito de entregar el proyecto 
a la ANM en dicha condición, a fin de que la Autoridad Minera seleccione y contrate el nuevo 
concesionario u operador que continuaría con la explotación de las correspondientes áreas. 

 
 Porque el 6 de diciembre de 2021, la ANM profirió el Oficio No. 20213500311931 dirigido a 

Las Empresas Mineras, mediante el cual la Autoridad Minera indicó con claridad a esta 
compañía que las áreas correspondientes al Contratos Mineros debían ser conservadas en 
condición operativa, garantizando que los frentes de producción se mantuviesen activos 
para su posterior entrega a esa Agencia, en los siguientes términos que a continuación 
destacamos: 

 
“En desarrollo del proceso de liquidación del contrato 044-89 y atendiendo lo dispuesto en su 
cláusula decima sexta, desde la vicepresidencia de seguimiento, control y seguridad minera de 
la Agencia Nacional de Minería se adelantó la evaluación de las actividades mínimas de 
conservación y mantenimiento que deberán ejecutarse en el área objeto del contrato para 
garantizar sus condiciones operativas, las cuales se comunican mediante el presente 
documento. Lo anterior, sin perjuicio de lo que defina la autoridad ambiental para el efecto, o 
de los análisis adicionales que se puedan presentar en relación con las áreas objeto de 
liquidación”.  (Subrayas y negrillas fuera del texto). 
 
“(…) 
 
“Estas actividades están encaminadas al mantenimiento de la operación minera, para 
garantizar que los frentes de explotación permanezcan activos. (…)”. (Subrayas y negrillas 
fuera del texto). 
 

 Porque el 18 de febrero de 2022, la ANM profirió el Oficio No. 20223500313771 dirigido a 
Las Empresas Mineras, mediante el cual la Autoridad Minera reiteró a esta compañía que 
las áreas correspondientes al Contratos Mineros debían ser entregadas en condición 
productiva, de conformidad con los siguientes términos que a continuación se destacan:  
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“En primer lugar, en relación con la inquietud manifestada por usted, en efecto lo que el oficio 
señala es que, en principio, las áreas deben entregarse en condición productiva. (… …)”. 
(Subrayas y negrillas fuera del texto). 

 
 Porque en cumplimiento de sus obligaciones contractuales y en directo acatamiento de las 

instrucciones claramente impartidas por la Autoridad Minera Contratante y competente para 
la definición de esas materias a través de sus mencionados Oficios Nos. 20213500311931 y 
20223500313771 de fechas 6 de diciembre de 2021 y 18 de febrero de 2022, 
respectivamente, Las Empresas Mineras han conservado y conserva las áreas, 
infraestructura y activos del proyecto carbonífero mina La Jagua en condición productiva, 
cuestión que, como resulta apenas lógica, es diferente a realizar una explotación carbonífera, 
la cual por parte de Las Empresas Mineras culminó de manera definitiva con la terminación 
del Contratos Mineros. 

 
 Porque en total consonancia con las circunstancias y razones que se dejan expuestas, el 13 

de abril de 2022 la ANM profirió la Resolución No. 190 de 2022, “Por la cual se adopta[n] los 
Términos de Referencia para "Seleccionar la(s) propuesta(s) más favorable(s) para la 
adjudicación de Contratos Especiales de Exploración y Explotación de Minerales en Áreas de 
Reserva Estratégica Minera para Carbón, cuyo objeto será: "La exploración y explotación de 
minerales, por cuenta y riesgo del Contratista, bajo las condiciones y las limitaciones previstas 
en el presente Contrato y en los Términos de Referencia de la Selección Objetiva, en el Área 
de Reserva Estratégica Minera definida en este Contrato”. 

 
Precisamente con base en dichos términos de referencia, la ANM lanzó formal y oficialmente 
la Ronda Minera de Carbón 2022, la cual tiene como objeto la exploración y explotación de 
varias áreas mineras, una de las cuales corresponde precisamente a la Mina La Jagua, la cual 
debe ser entregada, entonces, por Las Empresas Mineras a la Autoridad Minera en 
condición productiva, lejos de un cierre, desmantelamiento y abandono.  

 
 Porque, de conformidad con lo expuesto y acreditado al respecto, la referida Terminación 

del Contratos Mineros de Las Empresas Mineras no ha derivado ni puede derivar en modo 
alguno en el desmantelamiento, abandono y cierre de la Mina La Jagua, como equivocada 
y tergiversadamente pretende presentarlo la demanda de tutela de la referencia cuya 
construcción se ha edificado exclusivamente alrededor de ese falso supuesto fáctico, 
comoquiera que, muy por el contrario, la consecuencia de dicha Terminación del Contratos 
Mineros obliga a entregar la mina La Jagua a la Autoridad Minera en condición productiva 
para que dicho proyecto carbonífero sea operado por el concesionario que para el efecto 
seleccione y contrate la ANM. 

 
 Porque, además, el Auto No. 09379 del 05 de noviembre de 2021 proferido por la ANLA y al 

que aluden los tutelantes como engañoso fundamento de sus pretensiones, fue 
expresamente aclarado por la propia Autoridad Ambiental mediante Oficio con radicado 
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2021278152-2-000 del 21 de diciembre de 2021, en el sentido de indicar que, teniendo en 
cuenta que EL PROYECTO LA JAGUA NO SE ENCUENTRA EN ETAPA DE CIERRE, 
DESMANTELAMIENTO Y ABANDONO, el trámite consiste en actualizar el instrumento de 
manejo y control ambiental previamente aprobado con miras al cumplimiento de las 
obligaciones derivadas del Plan de Manejo Ambiental - PMA, en los siguientes términos: 

 
“ … El Auto citado no se refiere a la implementación de un Plan de Cierre sino a la actualización 
del documento aprobado mediante la Resolución 453 del 28 de abril de 2016, modificada por la 
Resolución 1006 del 12 de septiembre de 2016, relacionada con el cierre de la mina proyectado 
a 2032 (…) en virtud del proceso de renuncia de los títulos mineros y posterior proceso de 
liquidación del contrato, para esta autoridad es de gran importancia conocer, entre otros 
aspectos, cuál va a ser el cronograma de cumplimiento de las obligaciones ambientales 
pendientes y qué áreas serán objeto de rehabilitación conforme al avance de la actividad minera, 
considerando que en desarrollo del proyecto se generaron unos impactos al medio ambiente que 
deben ser objeto de mitigación, corrección o compensación, dependiendo de la implementación 
de las medidas que contiene el Plan de Manejo Ambiental. Bajo este entendido, el documento 
solicitado busca que la empresa informe y plantee acciones que impidan impactos ambientales 
no gestionados a la luz de la situación actual y futura del proyecto. En relación con la 
infraestructura que queda operativa, es la autoridad minera quien debe pronunciarse; no 
obstante, para la ANLA es indispensable que el Plan de Cierre actualizado contenga la forma en 

la que se seguirán atendiendo los impactos ocasionados”. (Subrayas fuera del texto). 
 

5.9 Novena excepción: otra contradicción insalvable de la demanda de tutela. 
 

5.9.1 Además de la grave contradicción que afecta de manera sustancial la demanda de tutela de la 
referencia y que aquí se ha dejado en evidencia, en cuanto ha pretendido indebidamente 
fundamentar la hipotética vulneración o amenaza de los Derechos Fundamentales para los 
cuales solicita la protección constitucional en la inexistente y mendaz ejecución de la ETAPA 
DE CIERRE, DESMANTELAMIENTO Y ABANDONO de la mina La Jagua, también se presenta otra 
importante y relevante contradicción que naturalmente afecta dicha demanda y determina la 
imposibilidad de su prosperidad. 
 

5.9.2 En efecto, uno de los aspectos en los cuales hace énfasis la demanda de tutela en examen es 
aquel en el cual, con amplio desarrollo y extenso fundamento normativo se pone de presente 
que el PLAN DE CIERRE en materia minera es un asunto que debe contemplarse, presentarse 
y aprobarse desde antes del inicio mismo de la etapa de explotación en cuanto debe obrar con 
claridad detro del correspondiente instrumento de autorización Ambiental. 
 
Así se refiere al tema la demanda de tutela en mención:         
 

“No olvidemos que el plan de cierre y abandono de mina es objeto de formulación 
antes del inicio formal de la etapa de explotación, dado que es necesario adjuntarlo en 
el Programa de Trabajo y Obras. Para el caso sub-examine, los planes de cierre la 
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mina la Jagua y Calenturitas estaban aprobados desde los años 2016 caso mina 
calenturitas y el año 2019 mina la Jagua por parte de la autoridad de licencias 
ambientales. Los cuales iniciarían en 2020 y tendrán una duración aproximada hasta 
el 2028 y 2032.  
 
“Ahora bien, en virtud de lo establecido en el artículo 278 de la Ley 685 de 2001, se 
dispuso que la Autoridad Minera debe adoptar términos de referencia normalizados, 
aplicables en la elaboración, presentación y aprobación de los estudios mineros, guías 
técnicas para adelantar los trabajos y obras en los proyectos mineros y procedimientos 
de seguimiento y evaluación para el ejercicio de la fiscalización, es por ello, que otro 
instrumento central es la Resolución 428 de 2013 "Por medio de la cual se adoptan los 
términos de referencia señalados en el literal f del artículo 271, los artículo 278, 338 y 
340 del código de Minas y se dictan otras disposiciones”. Donde se adoptaron los 
términos de referencia y Guías Minero ambientales, con el fin de que se cumplan los 
objetivos señalados en los artículo[s] 80, 81 y 84 del Código de Minas, Ley 685 de 2001- 
en el cual se reitera que el Programa de Trabajos y Obras de explotación minera que 
se anexa al contrato como parte de las obligaciones debe contener entre otros, el plan 
de cierre de la explotación y abandono de los montajes y de la infraestructura.  
 
“Ahora bien, las actividades mineras, están acompañadas de viabilidad y permisos 
ambientales, sin los cuales no habrá lugar a que se dé inicio a los trabajos y obras de 
explotación minera los cuales son otorgados, por la autoridad ambiental competente, 
en la cual se establecen las medidas que el titular de cualquier proyecto deben realizar 
cuando se esté en la fase de desmantelamiento y abandono, las normas que regulan 
los trámites ambientales entre otros son la Ley 99 de 1993, Decreto 1076 de 2015 
Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, los cuales al 
respecto disponen:  
 
“(...)  
 
"Artículo 2.2.2.3.1.6. Término de la licencia ambiental. Lo licencia ambiental se 
otorgará por la vida útil del proyecto, obra o actividad y cobijará las fases de 
construcción, montaje, operación, mantenimiento, desmantelamiento, restauración 
final, abandono vio terminación". 
  
"Artículo 2.2.2.3.6.6. Contenido de la licencia ambiental. El acto administrativo en 
virtud del cual se otorgó una licencia ambiental contendrá:  
 
“6. requisitos, condiciones y obligaciones adicionales al plan de manejo ambiental 
presentado que debe cumplir el beneficiario de la licencia ambiental durante la 
construcción, operación, mantenimiento, desmantelamiento_y abandono y/o 
terminación del proyecto obra o actividad. 
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“(…) 
 
“9. Los (sic) "Artículo 2.2.2.3.9.2. De la fase de desmantelamiento y abandono. Cuando 
un proyecto, obra o actividad requiera o deba iniciar su fase de desmantelamiento y 
abandono, el titular deberá presentar a la autoridad ambiental competente, por lo 
menos con tres (.) meses de anticipación, un estudio que contengo como mínimo:  
 
“a)  La identificación de los impactos ambientales presentes al momento del inicio de 

esta fase;  
 
“b)  El plan de desmantelamiento y abandono; el cual incluirá las medidas de manejo 

del área, las actividades de restauración final y demás acciones pendientes;  
 
“c)  Los planos y mapas de localización de la infraestructura objeto de 

desmantelamiento y abandono;  
 
“d)  Las obligaciones derivadas de los actos administrativos identificando las 

pendientes por cumplir y las cumplidas, adjuntando para el efecto la respectiva 
sustentación;  

 
“e)  Los costos de las actividades para la implementación de la fase de 

desmantelamiento y abandono y demás obligaciones pendientes por cumplir.  
 
“La autoridad ambiental en un término máximo de un (1) mes verificará el estado del 
proyecto y declarará iniciada dicha fase mediante acto administrativo, en el que dará 
por cumplidas las obligaciones ejecutadas e impondrá el plan de desmantelamiento y 
abandono que incluya además el cumplimiento de las obligaciones pendientes y las 
actividades de restauración final.  
 
“Una vez declarada esta fase el titular del proyecto, obra o actividad deberá allegar en 
los siguientes cinco (5) días hábiles, una póliza que ampare los costos de las actividades 
descritas en el plan de desmantelamiento y abandono (…)”.  
 

5.9.3 Tal como queda visto, los propios tutelantes tienen pleno conocimiento y así lo exponen sin 
ambages en su demanda, que “los planes de cierre la mina la Jagua y Calenturitas estaban 
aprobados desde los años 2016 caso mina calenturitas y el año 2019 mina la Jagua por parte 
de la autoridad de licencias ambientales”, por manera que resulta menos que irresponsable 
y hasta temerario que a través de esa misma demanda se atrevan a sostener, sin el menor 
pudor, que la supuesta, hipotética, imaginaria pero realmente inexistente fuente de amenaza 
o vulneración de los derechos fundamentales cuya protección deprecan estaría constituida 
por el DISEÑO Y LA APROBACIÓN DEL PLAN DE CIEERE, así: 
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“Es a partir, de este grave e irregular proceso de diseño y aprobación de plan de 
cierre de operaciones mineras en Colombia de Las Empresas Mineras S.A ante la 
ANLA, que actualmente, se están generando graves violaciones a los derechos de 
las comunidad, sindicatos y víctimas afectadas por la actividad minera”. (Se deja 
resaltado).  

 
5.9.4  No menos irresponsable, temeraria e infundada resulta la afirmación que sin consultar la 

realidad de los hechos y, por tanto, sin soporte probatorio alguno, con el único propósito de 
distorsionar la realidad y llevar a engaño o error al Juez constitucional, se atreven a esgrimir 
los demandantes al señalar que supuesta e imaginariamente Las Empresas Mineras no querría 
cumplir con los costos correspondientes a la ejecución del plan de cierre, así:  

 
“Es por ello, que además de esto, nos preocupa también la postura de la empresa 
Prodeco S.A de no querer cumplir con los costos que significaban ejecutar el plan de 
cierre de operaciones que ya tenía diseñado y aprobado por parte de la ANLA para 
estas dos minas, planes de cierre que darían inicio en 2020 (mismo año en que renuncia 
a la operación de forma unilateral) y terminarían en 2028 y 2032 respectivamente. Es 
grave que estén argumentando que las minas continuarán operando por otra 
empresa, y que por lo tanto, entregaría un plan de transición minera en la zona, pero 
no un plan de cierre de las obligaciones ambientales y sociales que fueron contraídas 
con el Estado Colombiano en las licencias ambientales de estas dos minas, como está 
estipulado en la legislación minera y ambiental que regula su actividad. Señalan que 
al no ser un desmantelamiento o cierre definitivo de la mina o abandono minero deben 
disminuirse sus obligaciones ambientales y sociales”. 

  
La falta de veracidad que afecta en forma absoluta tan aventuradas, temerarias e irresponsables 
afirmaciones queda fácilmente al descubierto si en cuenta se tiene, tal como ampliamente aquí 
se ha destacado y acreditado fehacientemente, que la OBLIGACIÓN que pesa sobre Las Empresas 
Mineras para efectos de que haga entrega de la mina La Jagua en ETAPA PRODUCTIVA Y/O DE 
OPERACIÓN –que no mediante un cierre definitivo y sus consiguientes desamantelamiento y 
abandono–, además de encontrar origen expreso en las estipulaciones mismas del respectivo 
Contratos Mineros, emerge de manera directa, inmediata e inescindible de las directrices, de los 
pronunciamientos y de las actuaciones que al respecto han impartido y realizado tanto la 
Entidad Estatal Contratante –ANM– como la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –
ANLA–. 
 
A ello sólo basta agregar que si en el caso de la Mina La Jagua no se ha previsto realizar el CIERRE, 
DESMANTELAMIENTO Y ABANDONO, por las razones ampliamente explicadas al respecto, mal 
puede sostenerse con un mínimo de coherencia, con un mínimo de sindéresis y con un mínimo 
de responsabilidad, que “la postura de la empresa Las Empresas Mineras S.A” realmente pudiere 
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ser la “de no querer cumplir con los costos que significaban ejecutar el plan de cierre de 
operaciones que ya tenía diseñado y aprobado …” !!!  

 
6. Solicitudes.   
 
6.1. De manera respetuosa se solicita al Señor Juez se sirva declarar improcedente la presente 

Acción de Tutela.  
 

6.2. En subsidio, de manera respetuosa se solicita al Señor Juez se sirva desestimar en su integridad 
las pretensiones de los accionantes.  

 
7. Pruebas y Anexos.  
 
A. Pruebas Documentales.  

 

De la manera más atenta se allegan al presente memorial los documentos señalados en el presente 
como a fin de que sean tenidos como pruebas para considerar y resolver esta Acción de Tutela, los 
cuales se pueden descargar en el siguiente enlace: 
 

https://drive.grupoEmpresas Mineras.com.co/index.php/s/Za8QGdFC2qi3Q53 
Clave de Acceso: Jagua285190 

 
B. Oficios   

 
De manera respetuosa solicito al Señor Juez se sirva Oficiar a la Subdirección Técnica de Consulta 
Previa del Ministerio del Interior a fin de que allegue al presente trámite el siguiente documento 
emanado de dicha autoridad: 
 
Resolución número ST-0191 de 9 marzo de 2022, acto mediante la cual resolvió que no procede la 
consulta previa con comunidades étnicas para la medida administrativa de delimitación y 
declaratoria de Áreas de Reserva Estratégica Mineras en la zona en la cual se localiza la mina La Jagua 
(citado en la parte motiva de la Resolución No. 045 del 3 de mayo de 2022 proferida por la Agencia 
Nacional de Minería, cuya copia se allega como prueba documental “por medio de la cual se delimita 
y declara un Área de Reserva Estratégica Minera en el territorio nacional y se adoptan otras 
determinaciones”- Prueba Documental No. 10 (Anexo 10). 

 
La Subdirección Técnica de Consulta Previa del Ministerio del Interior puede ser Oficiada a la dirección 

de correo electrónico notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co  
 
 
 

https://drive.grupoprodeco.com.co/index.php/s/Za8QGdFC2qi3Q53
mailto:notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co


 

59 

 

 

8. Notificaciones.   
 

Recibiremos notificaciones exclusivamente en el correo electrónico notificacionjudicial@gruprolas 
Empresas Mineras.com.co  
 
 
Muy atentamente,   
 
 
 

 
 
Juan Lucas González García Herreros   
C.C. No. 11.439.493  
 Apoderado General  
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